Juicio de aMPARO DIRECTO 19/2013

JUIcio de aMPARO DIRECTO 19/2013.

QUEJOSo: **********.

PONENTE: MINISTRA OLGA SÁNCHEZ CORDERO DE GARCÍA VILLEGAS. 

SECRETARIO: IGNACIO VALDÉS BARREIRO.
Vo. Bo. 

México, Distrito Federal. Acuerdo de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al día doce de febrero de dos mil catorce. 
S E N T E N C I A

Mediante la que se resuelve el juicio de amparo directo 19/2013, promovido por **********, contra la sentencia definitiva dictada el veintinueve de junio de dos mil doce, por la Segunda Sala Civil del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Tabasco, en los autos del toca civil **********.

I. ANTECEDENTES

1. ********** promovió juicio ordinario civil de reparación de daños y perjuicios y daño moral en contra de la Sociedad Mercantil denominada “**********”, así como de ********** o **********, ********** y **********, reportero y corresponsal, ambos del periódico **********, al haber difundido el veintiséis de marzo de dos mil nueve, a través de dicho medio de comunicación una nota periodística que consideró que vulneró su dignidad humana, dentro de la cual se encuentra su honor, reputación, vida privada, así como su presunción de inocencia. Dicha nota se transcribe a continuación: 
“Encarcelan a **********. ********** está acusado de fraude por ********** pesos y otros delitos. Por ********** / Macuspana / 25 de marzo. Macuspana. En un sorprendente operativo elementos de la Policía Ministerial de la ciudad de Villahermosa dieron cumplimiento este día a una orden de aprehensión en contra del criador de caballos de raza española y ex líder de la **********, **********. FRAUDE. En dos patrullas de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Tabasco fue detenido ********** a la entrada de su rancho que se ubica en el kilómetro ********** de la carretera federal **********, le hicieron saber que enfrentaba una orden de aprehensión, emanada de la averiguación previa ********** y expediente **********. Y en todo momento se comprobó el fraude en contra de los ciudadanos ********** y ********** y que ahora al parecer rebasan los ********** pesos, cuando en el 2007 se le acusaba por un monto de ********** pesos. CUENTAS PENDIENTES. Según se logró investigar, el ex secretario general de la **********, ********** enfrenta otras demandas. Hoy se le observa a ********** una mirada bastante débil, cabizbajo en todos los sentidos, lo que antes fue un hombre sumamente poderoso hoy tendrá que pagar por sus errores, 13 años de corrupción imperante en la **********. Se habla de muchos millones de pesos, el ********** cuenta hoy con el apoyo moral de su familia y de alguno (sic) de sus amigos, la mayoría del gremio obrero aplaude que hoy ********** sea un interno más del Cereso de **********, además al parecer (sic) iniciará juicio de enriquecimiento ilícito, sus propiedades están siendo investigadas.” 

2. La demanda se substanció en el expediente número **********, del Juzgado Segundo de lo Civil de Primera Instancia del Distrito Judicial de Centro, con residencia en Villahermosa, Tabasco y en sentencia dictada el quince de septiembre de dos mil once, la que se resolvió en sentido de absolver a los demandados de las prestaciones reclamadas y se condenó al actor al pago de gastos y costas. 

3. Inconforme con el fallo antes referido, el actor interpuso recurso de apelación, el cual fue registrado con el número de toca **********, y resuelto el veintinueve de junio de dos mil doce, por la Segunda Sala Civil del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Tabasco, confirmando la sentencia recurrida y condenando al apelante al pago de gastos y costas en ambas instancias. La mencionada Sala consideró inoperantes en una parte e infundados en otra los agravios expresados, por lo que confirmó la sentencia recurrida.
4. Inconforme con dicha resolución, ********** interpuso el juicio de amparo directo que ahora se resuelve, respecto del cual solicitó a esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que ejerciera su facultad de atracción 
5. Por lo anterior, y ante la falta de legitimación del quejoso para tal efecto, la Ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas hizo suya la petición formulada en el escrito de solicitud, misma que se resolvió en sesión de veinte de marzo de dos mil trece, de esta Primera Sala, en sentido de atraer el presente asunto.
II. TRÁMITE

6. Demanda de amparo directo. ********** presentó el escrito el diecisiete de agosto de dos mil doce, en la Oficina Recepcionadora de Oficios de Plazos Procesales, del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Tabasco, mediante el cual demandó el amparo y la protección de la justicia federal contra los siguientes actos
:

A. De la Segunda Sala Civil del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Tabasco, la sentencia definitiva dictada el veintinueve de junio de dos mil doce, en los autos del toca civil **********, formado con motivo del recurso de apelación promovido en contra de la sentencia dictada el quince de septiembre de dos mil once, en el expediente **********, del índice del juez señalado como autoridad responsable ejecutora.

B. Del Juez Segundo de lo Civil del Primer Distrito Judicial de Centro, Tabasco, el cumplimiento o ejecución de la resolución dictada por la ordenadora.

7. En su escrito, el quejoso precisó que las autoridades responsables transgredieron en su perjuicio los derechos fundamentales contenidos en los artículos 6, 7, 14, 16, 17 y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y señaló como terceros perjudicados a **********, ********** de **********, ********** o ********** y **********. 

8. Remitida la demanda por la autoridad responsable, el Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Circuito, la tuvo por recibida y la registró con el número de expediente **********, por auto de once de septiembre de dos mil doce
; y mediante proveído de veinticinco de septiembre del mismo año la admitió a trámite, y ordenó dar vista con la promoción de dicho amparo directo a los terceros perjudicados a **********, ********** de **********, ********** o ********** y **********
.

9. Trámite de la facultad de atracción. Mediante proveído de quince de noviembre de dos mil doce, el Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento tuvo por recibido el escrito presentado por el quejoso, al que acompañó un diverso escrito dirigido al Presidente de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, solicitando el ejercicio de la facultad de atracción respecto del amparo directo **********
. 
10. Ante la falta de legitimación del quejoso, en sesión privada de nueve de enero de dos mil trece, la Ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas hizo suya la petición formulada en el escrito de solicitud, teniendo a su cargo la elaboración del proyecto de resolución de la solicitud de facultad de atracción correspondiente. 

11. Seguidos los trámites legales, en sesión de veinte de marzo de dos mil trece, esta Primera Sala resolvió ejercer la facultad de atracción para conocer del amparo citado, por estimar que su resolución entraña la fijación de criterios de importancia y trascendencia para el orden jurídico nacional, en tanto para ello se debe: 
A. Realizar un análisis sobe la regulación del daño moral causado por los medios de comunicación en el país, así como la aplicación de los artículos 2051, 2052 y 2059, del Código Civil para el Estado de Tabasco, a fin de establecer si se acreditaron los elementos constitutivos de la acción de reparación de daño moral con el texto íntegro de la nota periodística.
B. Precisar si con base en el contrato de edición celebrado entre el autor de la nota periodística materia de la litis, y la empresa editorial, existe responsabilidad para ambos en el presente juicio.
C. Analizar el marco jurídico en torno al daño moral y su aplicación a la actividad periodística y de los medios de comunicación en general, para determinar si en el caso es procedente o no el reclamo del actor. 

12. Mediante proveído de once de abril de dos mil trece, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenó formar y registrar el expediente relativo al presente juicio de amparo directo, y designó a la Ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas para la elaboración del proyecto de resolución.

13. El Presidente de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por acuerdo de diecisiete de abril de dos mil trece, tuvo por recibidos los autos y ordenó el avocamiento y registro del asunto. Asimismo, ordenó enviar los autos a la ponencia de la Ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas, a fin de elaborar el proyecto de resolución correspondiente.

III. COMPETENCIA

14. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para resolver el presente asunto, en atención a que se ejerció la facultad de atracción, conforme lo dispuesto por los artículos 107, fracción V, último párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 182, fracción I, de la Ley de Amparo vigente hasta el dos de abril de dos mil trece, en términos del Tercero transitorio de la Ley de Amparo Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos vigente; y 21, fracción III, inciso b), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, y conforme a lo previsto en el Acuerdo General Plenario 5/2013, punto tercero, publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintiuno de mayo de dos mil trece.
IV. OPORTUNIDAD

15. La resolución reclamada se notificó a la parte quejosa por medio de cédula de notificación personal el once de julio de dos mil doce, surtiendo efectos el doce del mismo mes y año
. El término de quince días para interponer la demanda que establece el artículo 21 de la Ley de Amparo transcurrió del trece de julio al veinte de agosto de dos mil doce, descontándose de este cómputo el catorce y quince de julio, cuatro, cinco, once y doce de agosto del mismo año, por ser sábados y domingos, así como del dieciséis al treinta y uno de julio por ser días inhábiles de conformidad con la circular número 46, de dieciocho de junio de dos mil doce, emitida por el Magistrado Presidente del Tribunal Superior de Justicia y del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado de Tabasco, todo lo anterior en términos de los artículos 23 de la Ley de Amparo y 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. Al haberse presentado la demanda de amparo el diecisiete de agosto de dos mil doce, ante la Oficina Recepcionadora de Oficios de Plazos Procesales del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Tabasco, la demanda es oportuna
.

V. EXISTENCIA DEL ACTO RECLAMADO

16. La existencia del acto reclamado quedó acreditada con el documento original que contiene la sentencia reclamada, constante en el toca de apelación ********** del índice de la Segunda Sala Civil del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Tabasco
. 

VI. CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS

17. Cuestiones necesarias para resolver el asunto. A continuación, se sintetiza la resolución de la sala responsable y los conceptos de violación.

18. Sentencia reclamada. La Segunda Sala Civil del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Tabasco declaró inoperantes en una parte e infundados en otra los agravios expuestos en la apelación interpuesta por el actor y apoyó su decisión en los argumentos siguientes:

18.1 Que resulta infundado el argumento de que los daños se acreditaron con la sola nota periodística; en virtud de que quien promueve una acción de naturaleza extracontractual reclamando indemnización por reparación de daño moral, tiene el deber de probar todos los  elementos constitutivos, incluyendo el daño que se produce con motivo del hecho o conducta ilícita. 
18.2 Que la sentencia de primera instancia se encuentra ajustada a derecho, ya que de conformidad con los artículos 2050, 2051, 2059 y demás relativos del Código Civil del Estado de Tabasco, para demostrar la procedencia de la acción de reparación de daño moral, debían cumplirse los requisitos de: la existencia del lícito provocada por una persona denominada autora, la afectación a una determinada persona en un bien y que el daño se hubiere producido o causado directamente con la conducta; lo cual no quedó demostrado en autos con la sola publicación, la cual sí fue analizada por el juzgador.
18.3 Que el redactor de la nota sólo cumple con una función social del derecho de informar y por lo tanto no está obligado a publicar verdades objetivas sobre juicios de valor que en ese sentido emite, pues basta que su noticia sea veraz y oportuna, como sucedió en el caso.

18.4 Que resultan infundados los argumentos del apelante en los que aduce que para la demostración del daño moral no hace falta acreditar la intensidad del daño causado, porque éste se justificó desde el momento en que se acredita la ilicitud de la conducta mediante la aceptación por parte de los demandados en sus escritos de contestación y que se perdió de vista que el Máximo Tribunal ha establecido que el daño moral al ser subjetivo, no puede probarse en forma objetiva; ello en virtud de que si bien existe la tesis de rubro: “DAÑO MORAL. PRUEBA DEL MISMO”
, no le asiste la razón, pues el artículo 2059 del Código Civil para el Estado de Tabasco, impone categóricamente que tratándose de responsabilidad contractual o extracontractual, se debe acreditar plenamente la ilicitud de la conducta del demandado y el daño que directamente le hubiere causado tal conducta.
18.5 Que la parte apelante no controvierte la consideración de la  juez de primera instancia en relación a que no se probó la acción reclamada a los demandados **********, ********** de ********** y **********, debido a que con base en el contrato de edición que celebraron con el autor de las notas periodísticas materia de la litis, no existía ninguna responsabilidad para aquéllos. Abundó la Sala que la única obligación que ellos habían contraído era la de publicar los textos que les entregó el autor de las notas, sin que dicho contrato hubiera sido objetado.

18.6 Que son inoperantes los agravios del recurrente relativos a que no existe prueba alguna de que la nota periodística que escribió **********, hubiera sido inscrita ante el Instituto Mexicano del Derecho de Autor; pues esos argumentos no los hizo valer ante la juzgadora de origen. Además que el hecho de señalar que el contrato de edición es imperfecto y que no lo ampara la Ley Federal del Derecho de Autor, en virtud de que ésta no prevé que se pueda estipular que se releve de responsabilidad por daño moral a la empresa editorial y a sus trabajadores y que solamente el autor sea el único responsable por el daño moral causado, son argumentos ajenos a la controversia.

18.7 Que aun cuando la parte actora asevere que probó el daño y que basta acreditar la ilicitud de las notas periodísticas publicadas para que se produzca tal supuesto; la actora tenía la carga de probarlo, sin que lo hubiera hecho, pues conforme al artículo 2059 del ordenamiento legal citado, es claro que “debe acreditarse plenamente”.

18.8 Que contrario a lo argumentado por el apelante, sí le resulta aplicable lo dispuesto en el artículo 92 del código procesal civil del Estado de Tabasco, que prevé que en las sentencias que se dicten en los procesos que versen sobre acciones de condena, las costas procesales serán a cargo de la parte a quien la sentencia haya sido adversa; por lo que al no favorecerle la resolución de primera instancia al actor, éste se encuentra obligado a resarcir los gastos y costas a su contraparte.

18.9 Que al confirmarse la sentencia apelada, se debe condenar al recurrente al pago de gastos y costas en ambas instancias a favor de la parte demandada.  

19 Conceptos de violación. En su demanda de amparo, el quejoso formuló los siguientes argumentos:

19.1 Que le afecta el hecho de que la Sala responsable haya dictaminado que no se cometió ilícito por parte de los terceros perjudicados, respecto de la publicación periodística, ya que es evidente que dicha nota sobrepasa los límites permitidos en los artículos 6 y 7 constitucionales; así como con lo dispuesto en la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

19.2 Que no le asiste la razón a la responsable, al señalar que la expresión “**********” no es un adjetivo peyorativo y despectivo; puesto que la intención del señor ********** era la de causar perjuicio a su dignidad, honor y a la consideración que de él tienen las demás personas. 

19.3 Que la información contenida en la nota periodística no es veraz, en virtud de que el quejoso sí fue investigado y consignado por el delito de retención indebida (de una camioneta), más no por el delito de fraude por ********** pesos y otros delitos. Por lo tanto, considera que no le asiste razón a la Sala responsable al no tener por acreditado el hecho ilícito mencionado en la nota, pues al calificarlo como defraudador, sin que acredite tal situación, se genera un daño moral en su contra. 
19.4 Que causa agravio el hecho de que el Tribunal de Alzada no se haya pronunciado respecto de la afirmación hecha en la nota de que “Y en todo momento se comprobó el fraude…”; puesto que ello vulnera el principio de presunción de inocencia, dado que dicha expresión lo sentencia como defraudador, sin que esto se hubiera comprobado. Aunado a que tampoco nada dijo de si la frase “hoy tendrá que pagar por sus errores, 13 años de corrupción imperante en la **********”, constituye un ilícito o no que cause afectación al patrimonio moral del quejoso, ya que de ninguna de las pruebas aportadas al juicio se podía colegir que fuera un corrupto. Además de que tales expresiones, al no estar sustentadas en ninguna prueba, vulneran el principio de presunción de inocencia. 
19.5 Que al condenarlo al pago de gastos y costas, no se observan los requisitos constitucionales contenidos en los artículos 14 y 16 de la Constitución General de la República, relacionados con los diversos 6, 7 y 133 del mismo ordenamiento, así como los de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Además de que era necesario tomar en cuenta lo señalado en el artículo 12 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, 17 del Pacto Internacional del Derechos Civiles y Políticos, V de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y 11 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, preceptos en los que se consagra el derecho al honor, la dignidad humana y los derechos de la personalidad.

19.6 Que le causa agravio la sentencia emitida por la responsable en razón de que resulta incongruente y en todo momento es parcial y favorece a los demandados, sin aplicar correctamente lo establecido en los artículos 2051, 2052 y 2059 del Código Civil para el Estado de Tabasco, al determinar que no se proveen los elementos constitutivos de la acción.

19.7 Que contrario a lo argumentado por la Alzada, el quejoso sí acreditó los requisitos para la procedencia de la acción de la reparación de daño moral, pues con el texto íntegro de la nota periodística se obtenía la afectación a sus sentimientos, honor, decoro y consideración que de él tienen los demás. Abundó que al ser el daño moral algo subjetivo no podía probarse en forma adjetiva como lo alegaba la responsable, por lo que únicamente tenía el deber de acreditar la realidad del ataque, lo cual se desprendía directamente con la ilicitud de la nota en cuestión.

19.8 Que contrario a lo argumentado por la Sala, el artículo 2059 del ordenamiento legal citado únicamente sostiene que se debe acreditar plenamente la ilicitud de la conducta y el daño directo, cuestiones que sí se encuentran acreditadas con la propia nota periodística ilícita.

19.9 Que carece de fundamentación y motivación lo argumentado por la Sala, en el sentido de que ante la existencia de un contrato de edición celebrado entre la empresa editorial y el autor del texto, no podía atribuírsele ninguna obligación a aquélla; ya que dicho medio de comunicación se encuentra obligado a corroborar la veracidad de las notas periodísticas que publica para no vulnerar los artículos  6 y 7 de la Constitución Federal, 1° de la Ley de Imprenta y 11 y 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, de ahí que la responsabilidad en el juicio es tanto del editor como del que escribe la nota.
19.10  Que le causa agravio que la Sala responsable sólo haya estudiado de forma parcial su agravio relativo a que el contrato de edición no puede surtir efectos en perjuicio de terceros, pues no existe prueba alguna de que la nota periodística haya sido inscrita ante el Instituto Mexicano del Derecho de Autor. 
20 Causales de improcedencia. Conforme al último párrafo del artículo 73 de la Ley de Amparo, el examen de las causales de improcedencia en el juicio de garantías es oficioso, esto es, deben estudiarse por el juzgador independientemente de si las partes las invocan o no.
 

21 Al respecto, de autos se advierte que ninguna de las partes en el presente juicio de amparo hizo valer la actualización de alguna causal de improcedencia, de las contenidas en el artículo 73, de la Ley de Amparo, además de que esta Primera Sala estima que en el caso no se actualizó ninguno de esos supuestos. 
22 Estudio de fondo. Precisado todo lo anterior, ahora se establecerá cómo debe resolverse el presente asunto en el que existe un conflicto entre el derecho a la información y la libertad de expresión, frente a ciertos derechos de la personalidad como el honor, la propia imagen o la vida privada. Para ello, resulta esencial señalar el criterio que esta Primera Sala ha ido construyendo, en relación a diversos temas relacionados con tales derechos fundamentales.
23 Al resolverse el Amparo Directo 6/2009, el siete de octubre de dos mil nueve, se realizó un estudio de los mencionados derechos fundamentales, estableciendo cuáles deben de ser los parámetros que deben tomarse en consideración para hacer un ejercicio de ponderación, al resolver un caso en el que se encuentren en conflicto los derechos fundamentales antes mencionados, ya sea que se trate de personajes públicos o de personas privadas. Tales ideas son las siguientes:
· Las personas públicas o notoriamente conocidas, son aquellas que, por circunstancias sociales, familiares, artísticas, deportivas, o bien, porque ellas mismas han difundido hechos y acontecimientos de su vida privada, o cualquier otra análoga, tienen proyección o notoriedad en una comunidad y, por ende, se someten voluntariamente al riesgo de que sus actividades o su vida privada sean objeto de mayor difusión.

· Por tanto, las personas públicas deben soportar un mayor nivel de injerencia en su intimidad, a diferencia de las personas privadas o simples particulares, al existir un interés legítimo de la sociedad de recibir información sobre ese personaje público y, por ende, de los medios de comunicación social, de difundirla, en aras del libre debate público.

· En esa medida, se someten al riesgo de que tanto su actividad, como dicha información personal, sea difundida y, por tanto, a la opinión y crítica de terceros, incluso aquella que pueda ser molesta, incómoda e hiriente. 
· Sin embargo, ambos tipos de personas, públicas o privadas, se encuentran protegidas constitucionalmente en cuanto a su intimidad o vida privada, por lo que, como cualquier particular, podrán hacer valer su derecho a la intimidad, frente a las opiniones, críticas o informaciones lesivas de aquél, y cuya solución ameritará realizar un ejercicio de ponderación entre cuál derecho tiene primacía para efectos de protección en cada caso.

· En este ejercicio ponderativo, es el interés público  que tengan los hechos o datos publicados, el concepto legitimador de las intromisiones en la intimidad, es decir, el derecho a la intimidad debe ceder a favor del derecho a comunicar y recibir información (comunicar hechos que los afectan) o a la libertad de expresión (emitir opiniones, críticas o juicios de valor sobre su conducta), cuando puedan tener relevancia pública, ya sea por su comportamiento público como por aquellos aspectos privados que revistan interés de la comunidad, al ser el ejercicio de dichos derechos la base de una opinión pública libre y abierta, en una sociedad democrática. 

· La noción de interés público no es sinónimo de interés del público, por tanto, la curiosidad o el interés morboso no encuentran cabida. Lo que debe considerarse es la relevancia pública de lo informado para la vida comunitaria, es decir, que se trate de asuntos de interés general; por ende, no es exigible a una persona que soporte pasivamente la difusión periodística de datos tan relevantes sobre su vida privada, cuando su conocimiento es trivial e indiferente para el interés o debate público. 

· La información puede tener relevancia pública ya sea por el hecho en sí sobre el que se está informando o bien, por la propia persona sobre la que versa la noticia.

· La relevancia pública dependerá en todo caso de situaciones históricas, políticas, económicas, sociales, que, ante su variabilidad, se actualizará en cada caso concreto.

· Lo que el derecho a la intimidad protege es precisamente la no divulgación de datos de la vida privada de una persona, que los demás no conozcan de determinados aspectos, sin su consentimiento. Es por tanto, la veracidad, el presupuesto de la lesión a su esfera privada. 

· La solución al conflicto entre la libertad de expresión y el derecho a la información, frente al derecho a la intimidad o a la vida privada, deberá hacerse caso por caso, a fin de verificar cuál de estos derechos encuentra un plus de protección, considerando incluso que, tratándose de personas públicas, debe distinguirse según la proyección pública mayor o menor de la persona, dado su propia posición en la sociedad, así como la forma en que ella misma ha modulado el conocimiento público sobre su vida privada. 

24 Asimismo, cabe señalar que el presente asunto se trata de un conflicto entre dos particulares; sin embargo, como ya lo ha señalado esta Primera Sala, los derechos fundamentales deben permear en todo el ordenamiento jurídico, incluyendo aquellas relaciones que se originan entre particulares, en virtud de la eficacia horizontal de los derechos humanos.

25 Tiene aplicación a lo anterior la jurisprudencia 1a./J. 15/2012 (9a.)
, emitida por esta Primera Sala, de rubro y texto siguientes:
“DERECHOS FUNDAMENTALES. SU VIGENCIA EN LAS RELACIONES ENTRE PARTICULARES. La formulación clásica de los derechos fundamentales como límites dirigidos únicamente frente al poder público, ha resultado insuficiente para dar respuesta a las violaciones a dichos derechos por parte de los actos de particulares. En este sentido, resulta innegable que las relaciones de desigualdad que se presentan en las sociedades contemporáneas, y que conforman posiciones de privilegio para una de las partes, pueden conllevar la posible violación de derechos fundamentales en detrimento de la parte más débil. La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no ofrece ninguna base textual que permita afirmar o negar la validez de los derechos fundamentales entre particulares; sin embargo, esto no resulta una barrera infranqueable, ya que para dar una respuesta adecuada a esta cuestión se debe partir del examen concreto de la norma de derecho fundamental y de aquellas características que permitan determinar su función, alcance y desenvolvimiento dentro del sistema jurídico. Así, resulta indispensable examinar, en primer término, las funciones que cumplen los derechos fundamentales en el ordenamiento jurídico. A juicio de esta Primera Sala, los derechos fundamentales previstos en la Constitución gozan de una doble cualidad, ya que si por un lado se configuran como derechos públicos subjetivos (función subjetiva), por el otro se traducen en elementos objetivos que informan o permean todo el ordenamiento jurídico, incluyendo aquellas que se originan entre particulares (función objetiva). En un sistema jurídico como el nuestro -en el que las normas constitucionales conforman la ley suprema de la Unión-, los derechos fundamentales ocupan una posición central e indiscutible como contenido mínimo de todas las relaciones jurídicas que se suceden en el ordenamiento. En esta lógica, la doble función que los derechos fundamentales desempeñan en el ordenamiento y la estructura de ciertos derechos, constituyen la base que permite afirmar su incidencia en las relaciones entre particulares. Sin embargo, es importante resaltar que la vigencia de los derechos fundamentales en las relaciones entre particulares, no se puede sostener de forma hegemónica y totalizadora sobre todas y cada una de las relaciones que se suceden de conformidad con el derecho privado, en virtud de que en estas relaciones, a diferencia de las que se entablan frente al Estado, normalmente encontramos a otro titular de derechos, lo que provoca una colisión de los mismos y la necesaria ponderación por parte del intérprete. Así, la tarea fundamental del intérprete consiste en analizar, de manera singular, las relaciones jurídicas en las que los derechos fundamentales se ven encontrados con otros bienes o derechos constitucionalmente protegidos; al mismo tiempo, la estructura y contenido de cada derecho permitirá determinar qué derechos son sólo oponibles frente al Estado y qué otros derechos gozan de la pretendida multidireccionalidad.”

26 Ahora bien, antes de estudiar los argumentos que hace valer el quejoso en sus conceptos de violación, es necesario determinar si éste tiene el carácter de personaje público, en virtud de que en asuntos como éste, se debe tomar en consideración el tipo de sujetos que ejercen los derechos fundamentales que se encuentran en conflicto, por el ejercicio de ponderación que deberá realizarse, en virtud del interés público que podría haber en relación con las actividades que realizan.
27 Precisamente, la solución de conflictos como el que ahora se presenta, en el que se colisionan derechos fundamentales, requiere un ejercicio de ponderación en que se atiendan diversos elementos, entre ellos el contenido mismo de la información, los sujetos relacionados y contexto, y a partir de éste determinar en primer lugar si en el caso es exigible o no la veracidad aducida por el quejoso, atendiendo a la misma información, el interés público que ésta pueda tener y a los sujetos implicados; además, si del propio mensaje se desprenden datos que hagan presumible o no el ejercicio de veracidad en cuestión. 

28 Apoya lo anterior la tesis aislada 1a. XLIII/2010
, emitida por esta Primera Sala, de rubro y texto siguientes:
“LIBERTAD DE EXPRESIÓN, DERECHO A LA INFORMACIÓN Y A LA INTIMIDAD. PARÁMETROS PARA RESOLVER, MEDIANTE UN EJERCICIO DE PONDERACIÓN, CASOS EN QUE SE ENCUENTREN EN CONFLICTO TALES DERECHOS FUNDAMENTALES, SEA QUE SE TRATE DE PERSONAJES PÚBLICOS O DE PERSONAS PRIVADAS. La libertad de expresión y el derecho a la información operan en forma diversa tratándose de personajes públicos, quienes, como las personas privadas, se encuentran protegidos constitucionalmente en su intimidad o vida privada, por lo que podrán hacer valer su derecho a la intimidad frente a las opiniones, críticas o informaciones lesivas. La solución de este tipo de conflictos ameritará un ejercicio de ponderación entre los derechos controvertidos, a efecto de determinar cuál de ellos prevalecerá en cada caso. Así, el interés público que tengan los hechos o datos publicados, será el concepto legitimador de las intromisiones en la intimidad, en donde el derecho a la intimidad debe ceder a favor del derecho a comunicar y recibir información, o a la libertad de expresión cuando puedan tener relevancia pública, al ser un ejercicio de dichos derechos la base de una opinión pública libre y abierta en una sociedad. Por consiguiente, en la solución al conflicto entre la libertad de expresión y el derecho a la información, frente al derecho a la intimidad o a la vida privada, deberá considerarse el caso en concreto, a fin de verificar cuál de estos derechos debe prevalecer distinguiéndose, en el caso de personas públicas a la mayor o menor proyección de la persona, dada su propia posición en la comunidad, así como la forma en que ella misma ha modulado el conocimiento público sobre su vida privada.”
Amparo directo 6/2009. 7 de octubre de 2009. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretarios: Laura García Velasco y José Álvaro Vargas Ornelas.

29 En tal aspecto, esta Primera Sala estima que si bien el quejoso ********** —quien alega que la nota publicada el veintiséis de marzo de dos mil nueve, en el periódico denominado **********, rebasó los límites contenidos en los artículos 6 y 7, de la Constitución General de la República—, no es una persona que tuviera el cargo de funcionario público al momento en que se publicó la nota de referencia, por las actividades que desempeñó como líder de la Sección ********** del **********, sí debe considerársele como un personaje público por haber desarrollado una función de interés público, como lo es la actividad sindical, puesto que se está en presencia de asociaciones de trabajadores, cuya naturaleza, en términos del artículo 356, de la Ley Federal del Trabajo
, está dirigida al estudio, mejoramiento y defensa de sus respectivos intereses.
30 Tiene aplicación a lo anterior la tesis aislada 1a. CLXXIII/2012 (10a.)
, emitida por esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyo rubro y texto son los siguientes:

“LIBERTADES DE EXPRESIÓN E INFORMACIÓN. CONCEPTO DE FIGURA PÚBLICA PARA EFECTOS DE LA APLICACIÓN DEL SISTEMA DE PROTECCIÓN DUAL. De conformidad con el "sistema de protección dual", los sujetos involucrados en notas periodísticas pueden tener, en términos generales, dos naturalezas distintas: pueden ser personas o figuras públicas o personas privadas sin proyección pública. Lo anterior permitirá determinar si una persona está obligada o no a tolerar un mayor grado de intromisión en su derecho al honor que lo que están el resto de las personas privadas, así como a precisar el elemento a ser considerado para la configuración de una posible ilicitud en la conducta impugnada. Al respecto, es importante recordar que, como esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció en la tesis aislada 1a. XXIII/2011 (10a.), cuyo rubro es: "LIBERTAD DE EXPRESIÓN. SUS LÍMITES A LA LUZ DEL SISTEMA DE PROTECCIÓN DUAL Y DEL ESTÁNDAR DE MALICIA EFECTIVA.", el acento de este umbral diferente de protección no se deduce de la calidad del sujeto, sino en el carácter de interés público que conllevan las actividades o actuaciones de una persona determinada. En este sentido, existen, al menos, tres especies dentro del género "personas o personajes públicos" o "figuras públicas", siendo este último término el más difundido en la doctrina y jurisprudencia comparadas. La primera especie es la de los servidores públicos. La segunda comprende a personas privadas que tengan proyección pública, situación que también resulta aplicable a las personas morales en el entendido de que su derecho al honor sólo incluye la vertiente objetiva de dicho derecho, es decir, su reputación. La proyección pública de una persona privada se debe, entre otros factores, a su incidencia en la sociedad por su actividad política, profesión, trascendencia económica o relación social, así como a la relación con algún suceso importante para la sociedad. Finalmente, los medios de comunicación constituyen una tercera especie -ad hoc- de personas públicas, tal y como se desprende de la tesis aislada 1a. XXVIII/2011 (10a.), cuyo rubro es: "MEDIOS DE COMUNICACIÓN. SU CONSIDERACIÓN COMO FIGURAS PÚBLICAS A EFECTOS DEL ANÁLISIS DE LOS LÍMITES A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN.", emitida por esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.”

Amparo directo 8/2012. **********. y otros. 4 de julio de 2012. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.
31 Pero aunado a lo anterior, en el caso particular, el sindicato del que se trata, es el de **********, que de conformidad con lo establecido en el artículo 3º, de la Ley de Petróleos Mexicanos
, es un organismo descentralizado, cuyo objeto, corresponde a un bien del dominio y explotación exclusiva de la Nación, en términos del artículo 27, párrafos cuarto y sexto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
.
32 Es por ello que se estima que por haberse ubicado como líder sindical, y las características propias que ello conlleva, el quejoso, en el momento en que se publicó el artículo que fue materia del juicio de primera instancia, tenía un carácter de personaje público, precisamente por la labor de representar a los trabajadores, de una industria cuya materia es competencia federal, en los términos que han quedado precisados, y por lo tanto de interés público. 
33 Consecuentemente, él mismo se sometió voluntariamente al riesgo de que sus actividades fueran objeto de mayor interés general y por tanto de  difusión, y por ello, a resistir un mayor nivel de injerencia en su vida, en comparación con las personas privadas o particulares, al existir un interés legítimo por parte de la sociedad de recibir y de los medios de comunicación de difundir información sobre ese personaje público y sus actividades, en aras del libre debate público.
34 De ahí que se pueda afirmar que el quejoso goza de una menor resistencia frente a la intromisión a una serie de derechos relativos a la personalidad, como lo es la intimidad, la propia imagen y el honor, por haber aceptado voluntariamente, por el hecho de situarse en la posición que tenía, exponerse al escrutinio púbico y recibir lo que, bajo estándares más estrictos, podría considerarse afectación a su reputación o a la intimidad. Es decir, el ámbito de sus derechos a la privacidad o intimidad en sentido estricto, y al honor es menos extenso que en los casos ordinarios.   
35 Cobra aplicación a lo anterior la tesis aislada 1a. XLI/2010
, emitida por esta Primera Sala, de rubro y texto siguientes:

“DERECHOS A LA PRIVACIDAD, A LA INTIMIDAD Y AL HONOR. SU PROTECCIÓN ES MENOS EXTENSA EN PERSONAS PÚBLICAS QUE TRATÁNDOSE DE PERSONAS PRIVADAS O PARTICULARES. Las personas públicas o notoriamente conocidas son aquellas que, por circunstancias sociales, familiares, artísticas, deportivas, o bien, porque han difundido hechos y acontecimientos de su vida privada, o cualquier otra situación análoga, tienen proyección o notoriedad en una comunidad y, por ende, se someten voluntariamente al riesgo de que sus actividades o su vida privada sean objeto de mayor difusión, así como a la opinión y crítica de terceros, incluso aquella que pueda ser molesta, incómoda o hiriente. En estas condiciones, las personas públicas deben resistir mayor nivel de injerencia en su intimidad que las personas privadas o particulares, al existir un interés legítimo por parte de la sociedad de recibir y de los medios de comunicación de difundir información sobre ese personaje público, en aras del libre debate público. De ahí que la protección a la privacidad o intimidad, e incluso al honor o reputación, es menos extensa en personas públicas que tratándose de personas privadas o particulares, porque aquéllas han aceptado voluntariamente, por el hecho de situarse en la posición que ocupan, exponerse al escrutinio público y recibir, bajo estándares más estrictos, afectación a su reputación o intimidad.”

Amparo directo 6/2009. 7 de octubre de 2009. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretarios: Laura García Velasco y José Álvaro Vargas Ornelas.

36 En ese sentido, como ya ha quedado precisado, no obstante que el quejoso no desempeñara un cargo público, es decir, no tenía el carácter de funcionario público, sí debe considerársele como personaje público, en atención a las actividades que desempeñó como líder de la ********** del **********, desarrollando una función de interés público, como lo es la actividad sindical y de una empresa pública paraestatal, como lo es Petróleos Mexicanos; así, es fundamental el interés público para determinar el nivel de resistencia que en sus derechos de la personalidad puede tener frente ataques de terceros en ejercicio de sus libertades de expresión e imprenta, así como su derecho de acceso a la información, puesto que ello fija el parámetro entre el cual se determinará la eventual ilicitud de la información de que se duele.

37 Al respecto, esta Primera Sala ha señalado que el concepto legitimador de las intromisiones en los derechos de la personalidad, lo es la noción de interés público, debiéndose considerarse la relevancia pública de lo informado para la vida comunitaria, y tener relevancia pública, por el contenido de la información o por el sujeto del cual se expresa. Lo anterior se encuentra en la tesis aislada
 que se transcribe a continuación:
“DERECHO A LA INTIMIDAD O VIDA PRIVADA. NOCIÓN DE INTERÉS PÚBLICO, COMO CONCEPTO LEGITIMADOR DE LAS INTROMISIONES SOBRE AQUÉL. En la noción de interés público, como concepto legitimador de las intromisiones en la intimidad, debe considerarse la relevancia pública de lo informado para la vida comunitaria, por ende, no es exigible a una persona que soporte pasivamente la difusión periodística de datos sobre su vida privada, cuando su conocimiento es trivial para el interés o debate público. Al efecto, la información puede tener relevancia pública, ya sea por el hecho en sí sobre el que se está informando, o bien, por la propia persona sobre la que versa la noticia, relevancia que, en sí misma, da el carácter de "noticiable" a la información. Además, la relevancia pública dependerá en todo caso de situaciones históricas, políticas, económicas y sociales, que ante su variabilidad, se actualizará en cada caso concreto.”
Amparo directo 6/2009. 7 de octubre de 2009. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretarios: Laura García Velasco y José Álvaro Vargas Ornelas. 

38 De ahí que, tratándose de asuntos en los que se estime que se está en presencia de un personaje público, como lo es el caso particular, al representar a un sindicato de una industria de explotación exclusiva del Estado, y por tanto del interés de la Nación, al ser una entidad pública como lo es Petróleos Mexicanos, el parámetro de valoración o juicio de ponderación será distinto pues el nivel de resistencia en los derechos de la personalidad será menor, y la información se verá privilegiada frente a la privacidad u honor, precisamente por el interés público que reviste.

39 Además, cabe precisar que de la transcripción de la nota periodística que dio origen al Juicio Ordinario Civil de Reparación de Daños y Perjuicios y Daño Moral, promovido por el ahora quejoso, se desprende que el contenido de aquella está encaminado a transmitir información y emitir opiniones relacionadas con la función de **********, como líder de la **********, del **********; en consecuencia, es evidente, que ésta está precisamente formulada en relación a su carácter de personaje público.
40 Es decir, el tema respecto del cual versa el mencionado artículo publicado en el periódico denominado **********, tiene que ver con las funciones encomendadas al quejoso, de donde resulta evidente que ésta pretendía informar al público en general cuestiones relacionadas con la actividad de un personaje público, como ya ha quedado precisado, como lo es un líder sindical. Lo que de suyo resulta de interés público, pero más aún tratándose de Petróleos Mexicanos. 
41 De ahí que, tratándose de una persona con responsabilidades públicas —con independencia de no ser un funcionario público como tal—, el parámetro de valoración o juicio de ponderación será distinto pues el nivel de resistencia en los derechos de la personalidad tendrá menos resistencia y la información se verá privilegiada frente a la privacidad precisamente por el interés público que reviste. Y con mayoría de razón, tratándose de una nota periodística, en la cual se habla de cuestiones relacionadas con su actividad sindical, dentro de la **********, de **********. 
42 Una vez asentado que el quejoso tenía el carácter de personaje público y por tanto, menor resistencia a sus derechos al honor, vida privada e intimidad, se analizarán los conceptos de violación, de manera diversa a como fueron  planteados en la demanda de amparo, por cuestión de técnica jurídica. Así, en primer lugar, se atenderán los argumentos contenidos en su primer concepto de violación, en los que aduce que las expresiones contenidas en el artículo periodístico, son peyorativas. 
43 Previo a la realización de dicho análisis, cabe precisar, que este Alto Tribunal, en el caso concreto se abstiene de realizar una valoración particular de naturaleza axiológica sobre las expresiones utilizadas en la nota periodística, en cuanto a su alcance ético, moral o político, pues ello no es materia del análisis jurídico que corresponde a esta instancia jurisdiccional, ya que ello es una cuestión independiente y ajena a la actividad jurisdiccional que corresponde. En ese sentido, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se limita al análisis de la cuestión planteada, consistente en los derechos fundamentales en conflicto —libertad de expresión y derecho a la información, frente al derecho al honor—, sin que de modo alguno atienda o prejuzgue sobre los actos o hechos materiales señalados en las expresiones implicadas, en una vertiente diversa.

44 Asimismo, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación no suscribe o avala las aseveraciones hechas por el autor de la nota periodística, respecto del ahora quejoso **********.

45 Ahora bien, esta Primera Sala estima que los términos empleados en la nota materia del presente asunto, no tienen una carga ofensiva ni peyorativa, que de manera evidente impliquen una afectación a los derechos humanos de la persona. Específicamente, por lo que hace a la expresión “**********”, se trata de una expresión utilizada en el lenguaje popular, que pretende hacer referencia a aquellas personas que forman parte de asociaciones sindicales, que encuentran cierta afinidad con los intereses patronales, por encima de las necesidades de los trabajadores. 
46 Por lo que, si bien el autor de la nota no formó parte de la sección sindical que representó el quejoso, como lo pretende hacer valer éste, ello no le impide ejercer su derecho de libertad de expresión, ni de información, respecto de un personaje público —como ya ha quedado establecido en la presente resolución—, recurriendo a expresiones que suelen utilizarse en el lenguaje popular para describir ciertas condiciones, pero que no constituyen en sí mismas insultos o injurias.
47 En ese sentido, esta Primera Sala ya se ha pronunciado al respecto, al resolver el Amparo Directo 28/2010, el veintitrés de noviembre de dos mil once, en el que estableció que el uso de la libertad de expresión para criticar o atacar mediante el empleo de términos excesivamente fuertes y sin articular una opinión, puede conllevar una sanción que no resultaría violatoria de la libertad de expresión. La Constitución no reconoce un derecho al insulto o a la injuria gratuita, sin embargo, tampoco veda expresiones inusuales, alternativas, indecentes, escandalosas, excéntricas o simplemente contrarias a las creencias y posturas mayoritarias, aún y cuando se expresen acompañadas de expresiones no verbales, sino simbólicas.
48 Así, se señaló que el derecho al honor prevalece cuando la libertad de expresión utiliza frases y expresiones ultrajantes, ofensivas u oprobiosas —por conllevar un menosprecio personal o una vejación injustificada— que se encuentran fuera del ámbito de protección constitucional, para lo cual es necesario analizar el contexto y si tienen o no relación con las ideas u opiniones expresadas, pues en caso contrario se considerarán innecesarias o impertinentes.

49 Además de que la situación política o social de un Estado y las circunstancias concurrentes a la difusión de estos pueden disminuir la significación ofensiva y aumentar el grado de tolerancia, siendo estas un parámetro o modulador en determinadas ocasiones.

50 También se estableció que las expresiones que están excluidas de protección constitucional son aquéllas absolutamente vejatorias, entendiendo por tales, aquellas que son: (i) ofensivas u oprobiosas, según el contexto; e (ii) impertinentes para expresar opiniones o informaciones, según tengan o no relación con lo manifestado.

51 Lo anterior, se encuentra en la jurisprudencia 1a./J. 31/2013 (10a.)
, emitida por esta Primera Sala, cuyo rubro y texto son los siguientes:

“LIBERTAD DE EXPRESIÓN. LA CONSTITUCIÓN NO RECONOCE EL DERECHO AL INSULTO. Si bien es cierto que cualquier individuo que participe en un debate público de interés general debe abstenerse de exceder ciertos límites, como el respeto a la reputación y a los derechos de terceros, también lo es que está permitido recurrir a cierta dosis de exageración, incluso de provocación, es decir, puede ser un tanto desmedido en sus declaraciones, y es precisamente en las expresiones que puedan ofender, chocar, perturbar, molestar, inquietar o disgustar donde la libertad de expresión resulta más valiosa. Así pues, no todas las críticas que supuestamente agravien a una persona, grupo, o incluso a la sociedad o al Estado pueden ser descalificadas y objeto de responsabilidad legal, aunque el uso de la libertad de expresión para criticar o atacar mediante el empleo de términos excesivamente fuertes y sin articular una opinión, puede conllevar una sanción que no resultaría violatoria de la libertad de expresión. En este sentido, es importante enfatizar que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no reconoce un derecho al insulto o a la injuria gratuita, sin embargo, tampoco veda expresiones inusuales, alternativas, indecentes, escandalosas, excéntricas o simplemente contrarias a las creencias y posturas mayoritarias, aun cuando se expresen acompañadas de expresiones no verbales, sino simbólicas. Consecuentemente, el derecho al honor prevalece cuando la libertad de expresión utiliza frases y expresiones que están excluidas de protección constitucional, es decir, cuando sean absolutamente vejatorias, entendiendo como tales las que sean: a) ofensivas u oprobiosas, según el contexto; y, b) impertinentes para expresar opiniones o informaciones, según tengan o no relación con lo manifestado. Respecto del citado contexto, su importancia estriba en que la situación política o social de un Estado y las circunstancias concurrentes a la publicación de la nota pueden disminuir la significación ofensiva y aumentar el grado de tolerancia.”
52 Cabe señalar que, como lo ha sostenido esta Sala, las expresiones en temas de interés público deben ser desinhibidas, robustas y abiertas, pudiendo incluir ataques vehementes, cáusticos y desagradablemente mordaces sobre personajes públicos o, en general, ideas que puedan ser recibidas desfavorablemente por sus destinatarios y la opinión pública en general, de modo que no sólo se encuentran protegidas las ideas que son recibidas favorablemente o las que son vistas como inofensivas o indiferentes. Estas son las demandas de una sociedad plural, tolerante y abierta, sin la cual no existe una verdadera democracia.
53 De las anteriores consideraciones derivó la tesis de jurisprudencia 1a./J. 32/2013 (10a.)
, de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que se transcribe a continuación:
“LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO AL HONOR. EXPRESIONES QUE SE ENCUENTRAN PROTEGIDAS CONSTITUCIONALMENTE. A juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, existe una presunción general de cobertura constitucional de todo discurso expresivo. Cuando las ideas expresadas tienen por objeto exteriorizar un sentir positivo o favorable hacia una persona, resulta inconcuso que no habría una intromisión al derecho al honor de la persona sobre la cual se vierten las ideas u opiniones. Lo mismo puede decirse de aquellas ideas que, si bien críticas, juzguen a las personas mediante la utilización de términos cordiales, decorosos o simplemente bien recibidos por el destinatario. Lo anterior evidencia que no existe un conflicto interno o en abstracto entre los derechos a la libertad de expresión y al honor. Así, el estándar de constitucionalidad de las opiniones emitidas en ejercicio de la libertad de expresión es el de relevancia pública, el cual depende del interés general por la materia y por las personas que en ella intervienen, cuando las noticias comunicadas o las expresiones proferidas redunden en descrédito del afectado, pues en caso contrario ni siquiera existiría un conflicto entre derechos fundamentales, al no observarse una intromisión al derecho al honor. Es necesario matizar que si la noticia inexacta involucra a figuras particulares en cuestiones particulares no tiene aplicación la doctrina de la "real malicia", funcionado en su reemplazo los principios generales sobre responsabilidad civil, lo cual opera de la misma forma cuando se trate de personas con proyección pública pero en aspectos concernientes a su vida privada. Ahora bien, la relación entre la libertad de expresión y los derechos de la personalidad, como el honor, se complica cuando la primera se ejerce para criticar a una persona, de forma tal que ésta se sienta agraviada. La complejidad radica en que el Estado no puede privilegiar un determinado criterio de decencia, estética o decoro respecto a las expresiones que podrían ser bien recibidas, ya que no existen parámetros uniformemente aceptados que puedan delimitar el contenido de estas categorías, por lo cual constituyen limitaciones demasiado vagas de la libertad de expresión como para ser constitucionalmente admisibles. De hecho, el debate en temas de interés público debe ser desinhibido, robusto y abierto, pudiendo incluir ataques vehementes, cáusticos y desagradablemente mordaces sobre personajes públicos o, en general, ideas que puedan ser recibidas desfavorablemente por sus destinatarios y la opinión pública, de modo que no sólo se encuentran protegidas las ideas que son recibidas favorablemente o las que son vistas como inofensivas o indiferentes. Estas son las demandas de una sociedad plural, tolerante y abierta, sin la cual no existe una verdadera democracia.”
54 Por tanto, devienen infundados los argumentos contenidos en el primer concepto de violación en donde el quejoso señala que se violaron sus derechos fundamentales contenidos en los artículos 6 y 7 constitucionales, por considerar que la nota periodística publicada en el periódico **********, contenía expresiones peyorativas o insultantes. 
55 Ahora se analizarán de manera conjunta los argumentos contenidos en el segundo y tercer concepto de violación, en el que el quejoso manifiesta que la información contenida en la nota periodística en estudio carece de veracidad, en virtud de que, si bien fue investigado en la averiguación previa **********, y consignado en la causa penal **********, por el delito de retención indebida de una camioneta, no fue así por el delito de fraude por la cantidad de ********** pesos y otros delitos, como se refiere en el artículo periodístico de referencia, y por tanto, considera que se viola el principio de presunción de inocencia. 
56 En ese sentido, es menester referir el criterio que respecto a la veracidad ha sostenido esta Sala al resolver diversos asuntos en donde se encuentran en colisión la libertad de expresión y el derecho a la información, frente a diversos derechos de la personalidad. 
57 Al respecto, en el Amparo Directo en Revisión 284/2011, resuelto por unanimidad de votos el veintiuno de noviembre de dos mil doce, se indicó que el artículo 6º, de la Constitución General de la República, en su primera parte consigna el derecho a la libertad de expresión, la cual implica el derecho a la libre difusión de ideas, pensamientos y opiniones de manera oral, escrita o por cualquier otro medio de reproducción, concepto amplio dentro del cual deben también incluirse las creencias y juicios de valor; mientras que la libertad de información, prevista, de manera general, en la parte final del párrafo primero, de dicho numeral, y de manera específica en cuanto a su vertiente del acceso a la información pública e información pública gubernamental y transparencia, consiste en comunicar y recibir libremente información sobre hechos, o tal vez más restringidamente, sobre hechos que puedan considerarse noticiables, de manera veraz por cualquier medio de difusión.
58 Se apuntó que para determinar si se trata del ejercicio de la libertad de expresión o de la libertad informativa debe realizarse un análisis preciso entre qué manifestaciones constituyen hechos y cuándo se está expresando una opinión o un juicio de valor, para efectuar sucesivamente un examen de la veracidad de aquéllos y verificar la existencia o ausencia de expresiones injuriosas o innecesarias para la crítica que se realiza respecto de éstos.
59 Pues no distinguir entre los hechos y los juicios de valor, produce el riesgo de vaciar la libertad de información bajo el abrigo de la libertad de expresión, legitimando la difusión de informaciones manifiestamente o evidentemente falsas y sobre las que no se ha realizado una mínima labor de investigación, simplemente vinculándolas a determinados juicios de valor u opiniones.
60 También se expuso que la libertad de expresión, es un componente esencial de la democracia, al garantizar la opinión pública libre, de ahí que pueda afirmarse, en principio —y en abstracto—, un valor de la libertad de expresión preferente sobre otros derechos fundamentales. Sin embargo, tal carácter preferente o predominante, de la libertad de expresión, no es de carácter absoluto, sino que está sujeto a un elemento legitimador frente a las intromisiones en otros derechos fundamentales, consistente en que el objeto de dicha libertad sea trascendental en la formación de la opinión pública, sobre asuntos de interés general. De tal suerte, cuando las libertades de expresión e información se proyecten desmesurada y exorbitantemente del objeto y fin por el cual la Norma Fundamental les concede protección preferente, carecerán de tal efecto legitimador.
61 La legitimidad de las intromisiones en el honor e intimidad personal requiere no sólo que la información cumpla con ser veraz, sino también que su contenido sea de interés general. 
62 Ahora bien, en tal precedente se dijo que el sistema democrático se basa en el respeto conjunto y sistemático de todos los derechos fundamentales; no cabe hablar de auténtica democracia si cualquiera de ellos no está garantizado, así la propia Constitución General de la República, prevé límites a las libertades de expresión y de acceso a la información, en términos abiertos, pudiendo desprenderse dentro de éstos diversas especies que afectan a los derechos tutelados, es decir, que se encuentran contenidos implícitamente otra clase de límites internos, como lo es la veracidad. 
63 De tal modo, la veracidad es el límite interno y estructural del derecho de la información. No se trata de un límite externo como podría ser el respeto al honor, intimidad, propia imagen, infancia y juventud o el que encuentra en los demás derechos y libertades reconocidos en la Constitución Federal.
64 Que si bien constitucionalmente no se prevé de modo expreso la veracidad como límite a las llamadas libertades informáticas —libertad de expresión, prensa y acceso a la información—, ésta se contiene en la hipótesis misma que limita los citados derechos ante el ataque a la moral, los derechos de tercero, se provoque algún delito, o se perturbe el orden público, pues estas categorías pueden actualizarse a partir de la difusión de información carente de veracidad, atendiendo a los diversos elementos que deben ser analizados y ponderados en cada caso concreto; pues este principio juega un papel diverso atendiendo al tipo de mensaje y sujetos que se encuentran involucrados, e incluso el espacio en el que se emite. 
65 Además, esta Primera Sala también se pronunció al respecto al resolver el juicio de amparo directo en revisión 2044/2008, por unanimidad de votos en sesión de diecisiete de junio de dos mil nueve, en el cual se asentó que la información cuya búsqueda, recepción y difusión protege la Constitución, es la información “veraz” e “imparcial”, constituyendo éstos, los límites o exigencias internas del derecho a la información; la veracidad no implica que deba ser información “verdadera”, clara e incontrovertiblemente cierta, pues ello desnaturalizaría el ejercicio de los derechos. Lo que la veracidad encierra es simplemente una exigencia de que la información destinada a influir en la formación de la opinión pública tenga atrás un razonable ejercicio de investigación y comprobación encaminado a determinar si lo que quiere difundirse tiene suficiente asiento en la realidad. Esta condición se relaciona con la satisfacción de lo que frecuentemente se considera otro requisito “interno” de la información cuya difusión la Constitución General de la República y los tratados internacionales protegen al máximo nivel: la imparcialidad. Es la recepción de información de manera imparcial la que maximiza las finalidades por las cuales la libertad de obtenerla, difundirla y recibirla es una libertad prevaleciente en una democracia constitucional.
66 La imparcialidad es una barrera contra la tergiversación abierta, contra la difusión intencional de inexactitudes y contra el tratamiento no profesional de informaciones cuya difusión tiene siempre un impacto en la vida de las personas relacionadas en los mismos. 
67 También se indicó que la libertad de expresión y el derecho a dar y recibir información protege de manera especialmente enérgica la expresión y difusión de informaciones en materia política y, más ampliamente, sobre asuntos de interés público. El discurso político está más directamente relacionado con la dimensión social y las funciones institucionales de las libertades de expresión e información. Por tanto, la protección de su libre difusión resulta especialmente relevante para que estas libertades desempeñen cabalmente sus funciones estratégicas de cara a la formación de la opinión pública, dentro del esquema estructural propio de la democracia representativa. Una opinión pública bien informada es el medio más adecuado para conocer y juzgar las ideas y actitudes de los dirigentes políticos.
68 Del precedente citado derivó la tesis aislada 1a. CCXX/2009
, de esta Primera Sala, que se transcribe a continuación: 
“LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO A LA INFORMACIÓN. MODO EN QUE DEBEN SER ENTENDIDOS LOS REQUISITOS DE VERACIDAD E IMPARCIALIDAD. Los derechos citados cubren tanto la expresión de opiniones como la emisión de aseveraciones sobre hechos, dos cosas que, desde la perspectiva de su régimen jurídico, no son idénticas. Así, por ejemplo, cuando de opiniones se trata, no tiene sentido hablar de verdad o falsedad, que sí resultan relevantes cuando lo que nos concierne son afirmaciones sobre hechos. La información cuya búsqueda, obtención y amplia difusión está constitucionalmente protegida es la información veraz e imparcial. Estos dos requisitos pueden calificarse de límites o exigencias internas del derecho a la información. La veracidad no implica, sin embargo, que toda información difundida deba ser "verdadera" -esto es, clara e incontrovertiblemente cierta-; operar con un estándar tan difícil de satisfacer desnaturalizaría el ejercicio del derecho. Lo que la mención a la veracidad encierra es más sencillamente una exigencia de que los reportajes, las entrevistas y las notas periodísticas destinadas a influir en la formación de la opinión pública vengan respaldados por un razonable ejercicio de investigación y comprobación encaminado a determinar si lo que quiere difundirse tiene suficiente asiento en la realidad. El informador debe poder mostrar de algún modo que ha respetado un cierto estándar de diligencia en la comprobación del estatus de los hechos acerca de los cuales informa, y si no llega a conclusiones indubitadas, la manera de presentar la información debe darle ese mensaje al lector: debe sugerir con la suficiente claridad que existen otros puntos de vista y otras conclusiones posibles sobre los hechos o acontecimientos que se relatan. Todo ello está relacionado con la satisfacción de otro requisito "interno" de la información cuya difusión la Constitución y los tratados protegen al máximo nivel: la imparcialidad. Es la recepción de información de manera imparcial la que maximiza las finalidades por las cuales la libertad de obtenerla, difundirla y recibirla es una libertad prevaleciente en una democracia constitucional. El derecho a obtener información útil y los beneficios del intercambio libre y vigoroso de ideas son ciertamente incompatibles con la idea de imparcialidad absoluta y, hasta cierto punto, se espera que las diferentes perspectivas lleguen a los individuos por la combinación de fuentes de información y opinión a las que están expuestos, aunque cada una de esas fuentes no supere perfectamente el estándar en lo individual. La imparcialidad es, entonces, una barrera contra la tergiversación abierta, contra la difusión intencional de inexactitudes y contra el tratamiento no profesional de informaciones cuya difusión podría tener un impacto notorio en la vida de las personas involucradas.”

Amparo directo en revisión 2044/2008. 17 de junio de 2009. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Francisca María Pou Giménez y Roberto Lara Chagoyán.

69 Así, esta Primera Sala ha sostenido que la veracidad como límite o exigencia interna del derecho a la información vinculado con la búsqueda, obtención y difusión, para ser constitucionalmente protegida, no puede ser interpretada de modo absoluto, pues un componente esencial de la interpretación directa de la Constitución General de la República tratándose de los derechos fundamentales en conflicto (libertades informativas y derechos de la personalidad), es la naturaleza de los sujetos y los contenidos materiales del ejercicio de tales garantías, lo que implica forzosamente considerar que la veracidad no es un límite o una exigencia de carácter absoluto o duro, sino que ésta implica una valoración en el caso particular de diversos factores y elementos, a través de analizarlos y sopesarlos, para así determinar en el caso concreto cuál de los derechos en conflicto primará respecto de los demás.

70 Lo que pone de manifiesto que lo que la veracidad encierra, es sencillamente una exigencia de que la información destinada a influir en la formación de la opinión pública venga respaldada por un razonable ejercicio de investigación y comprobación encaminado a determinar si lo que quiere difundirse tiene suficiente asiento en la realidad. Así, el informador debe poder mostrar de algún modo que ha respetado un cierto estándar de diligencia en la comprobación del estatus de los hechos acerca de los cuales informa, y si no llega a conclusiones indubitadas, la manera de presentar la información debe darle ese mensaje al lector: debe sugerir con la suficiente claridad que existen otros puntos de vista y otras conclusiones posibles sobre los hechos o acontecimientos que se relatan. 
71 La verdad absoluta se presenta con un valor o aspiración imposible de alcanzar y que además supondría eliminar el debate público necesario en toda sociedad democrática, de ahí que sea menester que la veracidad deba entenderse como la tendencia del informador hacia la recta averiguación de lo ocurrido, como las acciones encaminadas a conocer los hechos y contrastarlos razonablemente.
72 Asimismo, no pasa desapercibido para esta Primera Sala el criterio de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que expresamente se contiene en el Marco Jurídico Interamericano sobre el Derecho a la Libertad de Expresión, aprobado el treinta de diciembre de dos mil nueve, en el que textualmente se precisó que “tampoco se puede justificar la imposición de un sistema de control a la libertad de expresión en nombre de una supuesta garantía de la corrección y veracidad de la información que la sociedad recibe, ya que ello puede ser fuente de grandes abusos, y en el fondo es violatorio del derecho a la información que tiene la sociedad, el cual incluye el derecho a estar informada sobre las distintas interpretaciones y visiones del mundo, y a escoger aquélla que considere más adecuada.”
73 En dicho documento, también se explica que “si se presenta efectivamente un abuso de la libertad de expresión que cause un perjuicio a los derechos ajenos, se debe acudir a las medidas menos restrictivas de la libertad de expresión para reparar dicho perjuicio: en primer lugar, al derecho de rectificación o respuesta consagrado en el artículo 14 de la Convención Americana; si ello no bastare, y se demuestra la existencia de un daño grave causado con la intención de dañar o con evidente desprecio por la verdad, podría acudirse a mecanismos de responsabilidad civil que cumplan con las condiciones estrictas derivadas del artículo 13.2 de la Convención Americana. Finalmente, respecto a la utilización de mecanismos penales, resulta relevante mencionar que tanto la CIDH como la Corte Interamericana han considerado, en todos los casos concretos que han sido objeto de su estudio y decisión, que la protección de la honra o reputación de funcionarios públicos, políticos o personas vinculadas a la formación de las políticas públicas mediante el mecanismo penal—a través del procesamiento o condena penales de quienes se expresan bajo los tipos penales de calumnia, injuria, difamación o desacato—resultaba desproporcionada e innecesaria en una sociedad democrática.”
74 Aunado a lo anterior, se estima de importancia señalar que la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Usón Ramírez contra Venezuela indicó que cuando una afirmación que podría comprometer la reputación de una persona, se condiciona a la confirmación de un hecho, se tiene que excluir la existencia de dolo específico de injuriar, ofender o menospreciar; es decir, que no existe la intención de dañar. 
75 Ahora bien, conforme a las precisiones anteriores, para poder determinar en el caso si las manifestaciones contenidas en la nota periodística que se titula “Encarcelan a **********.”, publicada en el periódico denominado **********, el veintiséis de marzo de dos mil nueve, encuentran protección constitucional y si en su caso es exigible o no el requisito de veracidad, debe analizarse si se trata del ejercicio de la libertad de expresión o si bien fue un ejercicio informativo, el contenido de lo que se dijo, para determinar si es de interés público y encuentra una legitimación en la intromisión que puede generar frente al derecho al honor.
76 Así, en los términos en los que se encuentra redactada la nota periodística, se advierte un contenido mayormente informativo, en virtud de que se pretendió hacer del conocimiento del público en general, una situación de hecho de lo que sucedió con el ahora quejoso **********.
77 Además, de la misma se aprecia un ejercicio de veracidad, que como ya lo ha establecido en múltiples ocasiones este Alto Tribunal, ello implica un ejercicio mínimo de investigación razonable, pero no se requiere exponer la verdad absoluta, como lo pretende hacer valer el quejoso; puesto que de la nota se advierte que, como medio de comunicación que es un periódico, éste informó a la sociedad, y a su público en particular, que el ahora quejoso se encontraba acusado por un fraude por ********** pesos y otros delitos. 
78 En primer término, el título de la nota, informó que ********** estaba acusado por un fraude y “por otros delitos”, lo que implica que en su momento existió una averiguación previa por la acusación de ciertos delitos, y no así que fuera responsable de los mismos; es decir, que se hubiera emitido una condena en su contra, por la autoridad jurisdiccional competente. 
79 Asimismo, en el texto del artículo, se comunica del operativo realizado por elementos de la Policía Ministerial de Villahermosa, en cumplimiento a una orden de aprehensión librada en contra del quejoso, así como el lugar en el que aconteció la detención. Posteriormente, pueden leerse los números de la averiguación previa, así como de la causa penal de donde emanó dicha orden y los pasivos del delito investigado, mencionando que “al parecer” el supuesto fraude rebasaba cierta cantidad de dinero. También, ante el subtítulo “CUENTAS PENDIENTES”, el propio periodista señala que “según se logró investigar”, el quejoso enfrenta otras demandas. 
80 Además, se puede advertir la expresión “Se habla de muchos millones de pesos” refiriéndose al monto del probable delito investigado, y en la parte final de la nota se señaló que “al parecer iniciará juicio de enriquecimiento ilícito”.
81 De las expresiones antes señaladas y resaltadas, se puede advertir un ejercicio mínimo razonable de investigación, en el que de ninguna manera se está prejuzgando ni dando el carácter de responsable penal al quejoso; sino que lo que la nota pretende informar es la existencia de una acusación en su contra, así como de una orden de aprehensión, emanada precisamente de la averiguación previa y expediente citados en la misma nota, empleando un lenguaje que de forma alguna es indicativo o contundente de responsabilidad penal, en contra del hoy quejoso, sino que se pueden advertir en expresiones como “al parecer”, “según se logró investigar” y “se habla de”, dejando el resultado de ello al criterio del lector, y sin exponer a quien desempañara un cargo de naturaleza sindical, como una persona condenada por una autoridad jurisdiccional, como responsable en la comisión de un ilícito de naturaleza penal.
82 Ahora bien, por lo que hace al argumento del quejoso en el que pretende hacer valer que se violó su derecho de presunción de inocencia, es importante realizar varias precisiones al respecto.
83 En primer lugar, a partir de la reforma constitucional publicada en el Diario Oficial de la Federación de dieciocho de junio de dos mil ocho, dicho principio se encuentra consagrado en la Constitución General de la República, en su artículo 20, apartado B, fracción I
, en el sentido de que toda persona tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se declare su responsabilidad penal, en una resolución emitida por la autoridad competente. 
84 Pero además, la presunción de inocencia está prevista en distintos textos internacionales, entre los que se pueden citar la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948, cuyo artículo 11 dispone en su párrafo primero que "Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y en juicio público en el que se le hayan asegurado todas las garantías necesarias para su defensa". En el mismo sentido, el artículo 14.2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos establece que "Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley".
85 La naturaleza y alcances del derecho fundamental a la presunción de inocencia determinan una configuración compleja en su contenido, pues influyen con notoria eficacia tanto en el tratamiento que debe darse al imputado antes y durante el desarrollo del procedimiento, como en la actividad probatoria que se practique con el fin de demostrar su culpabilidad.
86 Existen tres vertientes o maneras en las que debe aplicarse el principio de presunción de inocencia: a) como regla de tratamiento del imputado; b) como regla de juicio; y c) como estándar probatorio en el proceso. 
87 En lo que aquí interesa, la regla de trato del imputado, en su vertiente extraprocesal, como lo ha sostenido esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, exige que cualquier persona imputada por la comisión de una conducta tipificada como delito, sea tratada como inocente durante el trámite del procedimiento e, incluso, desde antes de que se inicie.
88 Así, la violación a esta faceta de la presunción de inocencia, puede afectar de una forma grave los derechos relativos a la defensa del acusado, ya que puede alterar la evolución del proceso a introducir elementos de hecho que no se correspondan con la realidad y que, en el ánimo del tribunal, y sobre todo de las víctimas y de los posibles testigos, actúen después como pruebas de cargo en contra de los más elementales derechos de la defensa. 
89 Tiene aplicación a lo anterior, la tesis aislada 1a. CLXXVII/2013 (10a.)
, emitida por esta Primera Sala, que a continuación se transcribe:
“PRESUNCIÓN DE INOCENCIA COMO REGLA DE TRATO EN SU VERTIENTE EXTRAPROCESAL. INFLUENCIA DE SU VIOLACIÓN EN EL PROCESO PENAL. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha reconocido que como regla de trato, el derecho fundamental a la presunción de inocencia exige que cualquier persona imputada por la comisión de una conducta tipificada como delito, sea tratada como inocente durante el trámite del procedimiento e, incluso, desde antes de que se inicie, pues puede ser el caso de que ciertas actuaciones de los órganos del Estado -sin limitarlos a quienes intervienen en la función jurisdiccional propiamente dicha- incidan negativamente en dicho tratamiento. En este sentido, la violación a esta faceta de la presunción de inocencia puede afectar de una forma grave los derechos relativos a la defensa del acusado, ya que puede alterar la evolución del proceso al introducir elementos de hecho que no se correspondan con la realidad y que, en el ánimo del tribunal, y sobre todo de las víctimas y de los posibles testigos, actúen después como pruebas de cargo en contra de los más elementales derechos de la defensa. Así, la presunción de inocencia como regla de trato, en sus vertientes procesal y extraprocesal, incide tanto en el proceder de las autoridades en su consideración a la condición de inocente de la persona, como con la respuesta que pueda provenir de las demás partes involucradas en el juicio. Particularmente, la violación a la regla de trato de la presunción de inocencia puede influir en un proceso judicial cuando la actuación indebida de la policía que pretenda manipular la realidad, tienda a referirse a: (i) la conducta, credibilidad, reputación o antecedentes penales de alguna de las partes, testigos o posibles testigos; (ii) la posibilidad de que se produjere una confesión, admisión de hechos, declaración previa del imputado o la negativa a declarar; (iii) el resultado de exámenes o análisis a los que hubiese sido sometido alguien involucrado en el proceso; (iv) cualquier opinión sobre la culpabilidad del detenido; y, (v) el hecho de que alguien hubiera identificado al detenido, entre muchas otras.”

Amparo directo en revisión 517/2011. 23 de enero de 2013. Mayoría de tres votos. Disidentes: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto particular y Jorge Mario Pardo Rebolledo; Arturo Zaldívar Lelo de Larrea formuló voto concurrente. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretarios: Javier Mijangos y González y Beatriz J. Jaimes Ramos.
90 Ahora bien, en el caso en particular, no es posible afirmar, como lo pretende el quejoso, que se haya violado su derecho a la presunción de inocencia, pues como ya ha quedado explicado con anterioridad, la nota periodística en estudio únicamente se limitó a informar de manera descriptiva lo que estaba sucediendo en el momento de la detención del quejoso, proporcionando los datos de los expedientes relativos al caso, sin hacer pronunciamientos de valoración en cuanto a su responsabilidad en la comisión de los delitos que se le imputaron, absteniéndose de brindar información sugestiva en ese sentido. 
91 Ilustra lo anterior, la tesis aislada 1a. CLXXVIII/2013 (10a.)
, emitida por esta primera sala, del tenor literal siguiente:
“PRESUNCIÓN DE INOCENCIA Y DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU RELACIÓN CON LA EXPOSICIÓN DE DETENIDOS ANTE LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN. A lo largo de su jurisprudencia, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha reconocido el papel central que juegan la libertad de expresión y el derecho a la información en un Estado democrático constitucional de Derecho, como piezas centrales para el adecuado funcionamiento de la democracia representativa. El orden constitucional mexicano promueve la comunicación libre y socialmente trascendente, pues el intercambio de información y opiniones entre los distintos comunicadores contribuirá a la formación de la voluntad social y estatal, de modo que es posible afirmar que el despliegue comunicativo es constitutivo de los procesos sociales y políticos. Sin embargo, el proporcionar información sobre eventos de interés nacional para un debido ejercicio del derecho a la información no puede justificar la violación de los derechos fundamentales de los detenidos y acusados. Es decir, la finalidad de brindar información sobre hechos delictuosos a los medios periodísticos no puede justificar la violación a la presunción de inocencia, como regla de trato en su vertiente extraprocesal, por parte de las autoridades que exponen como culpables a los detenidos. En este sentido, se estima que al proporcionar información sobre hechos delictuosos, las autoridades deben abstenerse de deformar la realidad a fin de exponer a una persona frente a la sociedad y, principalmente, frente a las futuras partes del proceso, como los culpables del hecho delictivo. Por el contrario, deben constreñirse a presentar en forma descriptiva y no valorativa la información relativa a la causa penal que pueda tener relevancia pública, absteniéndose de brindar información sugestiva que exponga al detenido a un juicio paralelo y viole su derecho a ser tratado como inocente durante el trámite del procedimiento e, incluso, desde antes de que se inicie. Esta misma lógica ha sido sostenida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la cual estableció en el Caso Cabrera García y Montiel Flores vs. México, que el principio de presunción de inocencia implica que los juzgadores no inicien el proceso con una idea preconcebida de que el acusado ha cometido el delito que se le imputa, por lo que la carga de la prueba está a cargo de quien acusa y cualquier duda debe ser usada en beneficio del acusado. En el mismo sentido, al dictar sentencia en el Caso Loayza Tamayo vs. Perú, la Corte Interamericana condenó enfáticamente la práctica consistente en exponer ante los medios de comunicación a personas acusadas por la comisión de delitos, cuando aún no han sido condenadas por sentencia firme. Al respecto, dicho tribunal sostuvo que el derecho a la presunción de inocencia exige que el Estado no condene informalmente a una persona o emita un juicio ante la sociedad que contribuya así a formar una opinión pública, mientras no se acredite conforme a la ley la responsabilidad penal de aquélla.”
Amparo directo en revisión 517/2011. 23 de enero de 2013. Mayoría de tres votos. Disidentes: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto particular y Jorge Mario Pardo Rebolledo; Arturo Zaldívar Lelo de Larrea formuló voto concurrente. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretarios: Javier Mijangos y González y Beatriz J. Jaimes Ramos.

92 Así, si bien es cierto que esta Primera Sala ha emitido pronunciamientos trascendentales en torno a la eficacia horizontal de los derechos humanos, y que los particulares pueden cometer violaciones a éstos, en el caso concreto no se da una condición de esta naturaleza, puesto que del contenido de la nota no se advierte una imputación directa y contundente en contra del quejoso como responsable penal, que conlleve a la violación de su derecho a la presunción de inocencia en su regla de trato.
93 De ahí que, conforme a lo anterior, y aunado al carácter subjetivo del quejoso  y  naturaleza  del  objeto  respecto  del  cual  se desempañaba —**********—, que ya ha quedado asentado en la presente resolución, consistente en su naturaleza de personaje público, devienen infundados los argumentos contenidos en los conceptos de violación marcados como segundo y tercero, referentes a la falta de veracidad en la nota periodística, así como aquellos encaminados a demostrar que se violó el principio de presunción de inocencia, por considerar que dicha publicación lo incriminaba por delitos que no cometió, pues como ya ha quedado explicado, dicha nota, tiene un ejercicio mínimo de investigación, y no hace señalamientos encaminados incriminar al quejoso ni a señalarlo como penalmente responsable de ningún delito, sino que más bien pretende informar que existe un proceso penal en su contra.
94 Por lo que hace al quinto concepto de violación, el quejoso argumenta que en la sentencia reclamada se aplicó de manera incorrecta lo establecido en los artículos 2051, 2052 y 2059, del Código Civil para el Estado de Tabasco, en virtud de que en ésta se estableció que no se proveyeron los elementos constitutivos de la acción conforme a tales preceptos legales. Asimismo, alega que la sola publicación de la nota periodística se acredita el daño que le fue causado, y que tratándose de daño moral, y al ser éste subjetivo, no puede probarse adjetivamente el mismo.
95 Resultan infundados tales argumentos, en virtud de que como ya lo ha sostenido esta Primera Sala, al resolver el Amparo Directo en Revisión 2044/2008, las reglas de imputación de responsabilidad posterior, deben requerir que quien alega que cierta expresión o información le causa un daño en su honorabilidad, tenga la carga de probar que el daño es real, que efectivamente se produjo, pues no estaría justificado limitar derechos fundamentales apelando a meros riesgos, a daños eventuales, no acreditados: las bases justificativas de la limitación de derechos fundamentales deben ser siempre la lesión acreditada de otros intereses o derechos constitucionalmente protegidos y las normas deben exigir esa acreditación.
96 Del mismo modo, al resolver el Amparo Directo 3/2011, se estableció que desde el punto de vista conceptual, la cuantificación o valoración del daño es una operación que tiene que realizarse una vez que se ha demostrado la existencia de éste. Dicho de otra forma, para valorar la cuantía del daño se requiere mostrar previamente que ocurrió una afectación al patrimonio moral. 
97 De dicho asunto derivó la tesis aislada1a. CLVIII/2013
, que resulta ilustrativa en este tema, y que se transcribe a continuación:

“LIBERTAD DE EXPRESIÓN. EL ARTÍCULO 37 DE LA LEY DE RESPONSABILIDAD CIVIL PARA LA PROTECCIÓN DEL DERECHO A LA VIDA PRIVADA, EL HONOR Y LA PROPIA IMAGEN EN EL DISTRITO FEDERAL NO VIOLA EL PRINCIPIO DE MATERIALIDAD Y ACREDITACIÓN DEL DAÑO. El artículo 37 del ordenamiento en cita cumple con la exigencia de materialidad y acreditación del daño. En primer lugar, el precepto en cuestión asigna la carga de la prueba a quien alega la afectación en sus derechos de la personalidad. En segundo lugar, la norma no establece una responsabilidad por riesgo, toda vez que dice claramente que el actor deberá probar el daño. Y en tercer lugar, su segundo párrafo tampoco contempla una prueba preconstituida sobre la afectación. Como lo señala claramente el precepto, lo que regula dicho párrafo es la forma de cuantificar o valorar el daño. Desde el punto de vista conceptual, la cuantificación o valoración del daño es una operación que tiene que realizarse una vez que se ha demostrado la existencia de éste. Dicho de otra forma, para valorar la cuantía del daño se requiere mostrar previamente que ocurrió una afectación al patrimonio moral. En este sentido, el citado precepto no viola el principio de materialidad y acreditación del daño.”

Amparo directo 3/2011. ********** y otro. 30 de enero de 2013. Cinco votos; José Ramón Cossío Díaz reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta.

98 De donde se advierte que, contrario a lo que sostiene el quejoso, el daño moral sí puede acreditarse de manera objetiva, es decir, demostrar que efectivamente existió una afectación al patrimonio moral. 
99 En ese orden de ideas, de la lectura los artículos 2051
 y 2052
, del Código Civil para el Estado de Tabasco, no se advierte de manera alguna que éstos refieran que el daño moral solamente se acredite con la realidad de un ataque, como pretende hacerlo valer el quejoso. Sino, que el primero de ellos explica qué es el daño moral, y el segundo de los mencionados establece que los daños y perjuicios deben ser consecuencia directa o inmediata del hecho que origina la responsabilidad. Esto es, la relación causa-efecto.
100 Y por otra parte, el artículo 2059
, del ordenamiento legal en cita, establece que en todo caso, quien demande la reparación del daño moral por responsabilidad contractual o extracontractual, deberá acreditar plenamente la ilicitud de la conducta del demandado y el daño que directamente le hubiere causado la conducta.
101 De donde se llega a la conclusión de que, contrario a lo que aduce el quejoso, la Sala responsable sí aplicó de manera adecuada los artículos antes mencionados, en virtud de que en la sentencia reclamada indicó que para la procedencia de la acción por daño moral, deben acreditarse los elementos y no presumirse o tenerse por satisfechos de manera tácita.  
102 Cabe señalar, que previo al análisis probatorio relativo a la generación de un daño en el ámbito moral, lo procedente es, tratándose del ejercicio de la libertad de expresión, de imprenta o de la información, es fundamental hacer el análisis del contexto para determinar si es que la opinión o los datos publicitados encuentran un asidero legítimo o no, con base en el carácter del sujeto que resiente la supuesta afectación y del interés público de la misma; esto es, la situación individual y la colectiva que pueden en su caso legitimar la opinión o datos, y en vía de consecuencia, excluir una generación de daño moral, y haciendo innecesario e inútil cualquier análisis o valoración de pruebas, si es que son legítimas las expresiones en relación con el sujeto que las resiente.
}
103 Tal relación, ya ha sido motivo de pronunciamiento por parte de esta Primera Sala, al resolver el Amparo Directo en Revisión 17/2011, el dieciocho de mayo de dos mil once. 
104 Pero aunado a lo anterior, dicho precepto legal, establece un supuesto en el que no existe obligación de reparar el daño moral, cuando se trate de quien ejerza sus derechos de opinión, crítica, expresión e información, en los términos y con las limitaciones de los artículos 6 y 7, de la Constitución General de la República.
105 Consecuentemente, tomando en consideración lo que se ha ido construyendo en la presente resolución, en la nota periodística que originó el juicio ordinario civil de reparación de daños y perjuicios y daño moral, promovido por el quejoso, se ejerció el derecho de informar, contenido en el artículo 6º constitucional, sin que se hayan rebasado los límites que para ese efecto se establecen, como ya ha quedado establecido. 
106 Por lo que resulta infundado el quinto concepto de violación de la demanda de amparo. 
107 Por lo que hace a los argumentos contenidos en el tercer concepto de violación, relativos a que la Sala responsable no se pronunció respecto a las expresiones “en todo momento se comprobó el fraude…” y “hoy tendrá que pagar por sus errores, 13 años de corrupción imperante en la **********.”, los mismos resultan infundados.
108 Lo anterior se considera así, en virtud de que si bien se advierte del cuarto agravio del escrito mediante el cual interpuso el recurso de apelación —cuya sentencia constituye el acto reclamado—, que el juez de primera instancia no se había pronunciado respecto de dichas expresiones, lo cierto es que en la sentencia reclamada, la Sala responsable no hace referencia expresa a tales enunciados, lo que atiende al sentido de tal resolución, pues éste está encaminado a argumentar que el ahora quejoso no había acreditado plenamente el daño que le causó la nota periodística, como quedó asentado previamente al realizar el estudio del quinto concepto de violación.
109 Esto es, en las consideraciones de la sentencia dictada el veintinueve de junio de dos mil doce, en los autos del toca civil **********, del índice de la Segunda Sala Civil del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Tabasco, se estableció que no había quedado acreditado —por no existir pruebas suficientes para ello—, que con la publicación titulada “Encarcelan a **********”, de veintiséis de marzo de dos mil nueve, del periódico **********, se haya afectado su integridad moral, honor o reputación, que le causaran ataques a su dignidad, sentimientos y la consideración que los demás tienen de él.
110 Lo anterior, por estimar que, de conformidad con el artículo 2059, del Código Civil del Estado de Tabasco, quien demanda la responsabilidad extracontractual, debe acreditar plenamente, entre otros, el daño que directamente le haya causado la conducta, por lo que para la procedencia de la acción de daño moral, debe acreditarse tal elemento y no presumirse o tenerse por satisfecho de manera tácita. 
111 Así, a efecto de realizar tales pronunciamientos, la Sala responsable tuvo que realizar un análisis del artículo periodístico en su integridad, incluyendo las expresiones “Y en todo momento se comprobó el fraude en contra de los ciudadanos…” y “hoy tendrá que pagar por sus errores, 13 años de corrupción imperante en la **********”, que en ella se contienen, y que el quejoso considera que no fueron analizadas. 
112 Pero aunado a lo anterior, esta Primera Sala estima que las expresiones antes mencionadas, deben ser atendidas en conjunto con el resto de la información que se desprende de la lectura de la nota periodística que aduce el quejoso le causó un daño moral; es decir, ésta debe leerse de una manera integral, pues si se hace de manera aislada, perdería todo el sentido la intención de su autor. 
113 De tal manera, la expresión “Y en todo momento se comprobó el fraude en contra de los ciudadanos…”, está formulada en atención a la información que le hicieron saber los policías al quejoso, en relación a la orden de aprehensión; es decir, que hicieron de su conocimiento que para los efectos de ésta, se cumplieron los requisitos constitucionales y legales, y se acreditaron los elementos necesarios para su dictado. 
114 Y por lo que hace al enunciado “hoy tendrá que pagar por sus errores, 13 años de corrupción imperante en la **********”, hay que atender al contexto en el que está formulado. Y de su lectura integral, se advierte que más que un contenido informativo —derecho a la información—, se trata de una opinión del autor de la nota —libertad de expresión—, pues en donde se encuentra, se pretende describir, mediante la apreciación a través de los sentidos de quien formula el artículo, el estado de ánimo que se considera tuvo el ahora quejoso al momento de su detención, pues se utilizaron expresiones como “Hoy se le observa a ********** una mirada bastante débil, cabizbajo en todos los sentidos, lo que antes fue un hombre sumamente poderoso hoy tendrá que pagar por…”.
115 Teniendo además en consideración el carácter de personaje público del quejoso, que ya ha quedado asentado en la presente resolución, y por el cual tenía una menor resistencia en sus derechos al honor y vida privada.
116 Por todo lo anterior, es que se considera que resultan infundados los argumentos que se contienen en el tercer concepto de violación de la demanda de amparo. 
117 Ahora bien, en los argumentos vertidos en el sexto concepto de violación, el quejoso se duele de que la Sala responsable considere que aun a pesar de que la empresa **********, ********** de **********, así como la directora **********, admitieron la existencia de la nota periodística, conforme al contrato de edición celebrado entre ellos y el autor del texto, los deslinda de cualquier responsabilidad, precisamente en virtud del contrato de edición.
118 Asimismo, aduce que carece de fundamentación y motivación lo argumentado por la Sala, en el sentido de que ante la existencia de un contrato de edición celebrado entre la empresa editorial y el autor del texto, no podía atribuírsele ninguna obligación a aquélla; ya que dicho medio de comunicación está obligado a corroborar la veracidad de las notas periodísticas que publica para no vulnerar los artículos  6 y 7 de la Constitución Federal, 1° de la Ley de Imprenta y 11 y 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, de ahí que la responsabilidad en el juicio es tanto del editor como del que escribe la nota.

119 Al respecto, esta Primera Sala, también ha ido construyendo un criterio respecto de las personas que publican información de terceros, como lo son los periódicos.
120 Así, en el ya citado amparo directo 6/2009, se sostuvo que no es exigible que las editoras, cuando se limitan a publicar o divulgar información de la autoría de terceros, verifiquen la intromisión en la intimidad, pues ello generaría un reparto de responsabilidades entre todos aquellos que participan en la comunicación de información, lo que restringiría injustificadamente la libertad de expresión y el derecho a la información. Asimismo, se afirmó que si no existe claridad en la protección del derecho de las personas que se dedican a publicar libremente ideas, opiniones e información de un tercero, sería imposible avanzar en la obtención de un cuerpo extenso de ciudadanos activos, críticos, comprometidos con los asuntos públicos, atentos al comportamiento y a las decisiones de los gobernantes, capaces de cumplir la función que les corresponde en un régimen democrático.
121 Por su parte, en el amparo directo en revisión 1302/2009 —que también trataba de un periódico—, resuelto el doce de mayo de dos mil diez, por mayoría de tres votos, se estableció que quienes se dedican a publicar información de terceros tienen a su cargo un deber de cuidado, en donde más que efectuar un control previo sobre el contenido de la información que se difunde, se impone la obligación de asegurarse que se satisfagan ciertos requisitos que impedirán dejar sin contenido los derechos de los terceros que pudieran considerarse afectados por lo publicado. 

122 Posteriormente, al resolverse el amparo directo 8/2012, el cuatro de julio de dos mil doce, por mayoría de cuatro votos, se explicó que las personas que se dedican a la edición de estilo y que publican las notas periodísticas trasladan la responsabilidad a los autores de las mismas siempre y cuando se cumplan dos requisitos: que identifiquen y conserven los datos de identificación de los autores de las notas y que publiquen y distribuyan los artículos respetando su contenido en los términos presentados por sus autores, sin que dicha traslación de responsabilidad se vea impedida por la labor editorial, que comprende correcciones ortográficas, sintácticas, de estilo y de diseño que no deben entenderse como aportaciones de fondo. Por lo que si el medio de comunicación cumple con este deber de cuidado se dejan a salvo los derechos de las personas que pudieren ver afectado su patrimonio moral por el contenido de las notas publicadas para hacerlos valer en contra de los verdaderos responsables de las mismas: los autores.

123 De dicho asunto, derivó la tesis aislada 1a. CLXXII/2012 (10a.)
, de esta Primera Sala, que se transcribe a continuación:
“DAÑO MORAL. SUPUESTO EN EL QUE PUEDEN SER RESPONSABLES LAS PERSONAS QUE SE DEDIQUEN A LA EDICIÓN, VENTA, DIFUSIÓN Y DISTRIBUCIÓN DE MEDIOS IMPRESOS. Las casas editoriales, así como quienes se dediquen a la venta, difusión y distribución de medios impresos -ya sea que se trate de personas morales o de personas físicas-, se encuentran en una imposibilidad material para revisar, validar o cerciorarse de que el contenido de una obra, artículo, columna o reportaje se abstenga de utilizar expresiones que puedan llegar a ser consideradas injuriosas, maliciosas o insultantes respecto de alguna persona, ni para verificar que lo publicado en ellas sea veraz. De ahí que sostener la posibilidad de que tales personas sean declaradas judicialmente responsables por el eventual daño moral que se hubiese causado por las notas contenidas en ellas, equivaldría a imponerles la carga de revisar y seleccionar contenidos y decidir qué notas pueden o no publicar, lo que a su vez se traduciría en el establecimiento de un mecanismo de censura previa o indirecta delegado a los particulares. Lo hasta aquí expuesto no soslaya que esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha reconocido que un periódico puede llegar a ser responsable frente a terceros, por las posibles afectaciones que les causen las informaciones u opiniones que aparecen en ellos en el formato específico de las inserciones pagadas por particulares. Este supuesto, por analogía, puede comprender también el de las notas periodísticas que se publiquen en un medio de comunicación. Así, las personas que se dediquen a la edición de estilo y que publiquen las notas periodísticas trasladan la responsabilidad a los autores de las mismas, siempre y cuando: (i) identifiquen y conserven los datos de identificación de los autores de las notas; y (ii) publiquen y distribuyan los artículos respetando su contenido en los términos presentados por sus autores, sin que dicha traslación de responsabilidad se vea impedida por la labor editorial, que comprende correcciones ortográficas, sintácticas, de estilo o de diseño que no deben entenderse como aportaciones de fondo. Si el medio de comunicación cumple con este deber de cuidado -que de ninguna manera implica una censura previa-, se dejan a salvo los derechos de las personas que pudieren ver afectado su patrimonio moral por el contenido de las notas publicadas para hacerlos valer en contra de los verdaderos responsables de las mismas, es decir, los autores.”

Amparo directo 8/2012. ********** y otros. 4 de julio de 2012. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.

124 Así, de los citados precedentes, se advierte que el criterio que se ha formado en relación a la responsabilidad por la publicación de una nota periodística, es de su creador, siempre y cuando se cumplan ciertos requisitos. Por lo que, como bien lo indicó la Sala responsable, al dictar la sentencia que constituye el acto reclamado, tanto la empresa **********, ********** de **********, como la editora **********, carecen de responsabilidad por la publicación de la nota periodística suscrita por **********, pues por el contrato de edición que celebraron, aquellos únicamente tenían la obligación de publicar y editar los textos que éste entregara.
125 Por lo que se estiman infundados los argumentos en los que se aduce que no es suficiente el contrato de edición para deslindar a la empresa y editora antes mencionados, de la responsabilidad por la publicación de la nota periodística que se estudia.
126 También resulta infundado el argumento en el que menciona que le causa agravio que la Sala responsable sólo haya estudiado de forma parcial su agravio relativo a que el contrato de edición no puede surtir efectos en perjuicio de terceros, pues no existe prueba alguna de que la nota periodística haya sido inscrita ante el Instituto Mexicano del Derecho de Autor, en virtud de que de la sentencia recurrida se advierte que precisamente, la responsable indicó que eran inoperantes tales argumentos no habían sido parte de la litis, pues no los hizo valer ante el juzgado de origen.
127 Finalmente, en su cuarto concepto de violación —el cual tiene origen en el resolutivo cuarto de la sentencia reclamada, relativa a la condena al pago de gastos y costas en ambas instancias—,  el quejoso aduce que al declararse fundados los conceptos de violación señalados como primero, segundo y tercero, se deberá declarar fundado también el que ahora se estudia, en el que argumentó que la resolución impugnada no observó lo establecido en los artículos 14 y 16, relacionados con el 6, 7 y 133, todos de la Constitución General de la República, así como los de la Convención Americana de Derechos Humanos, ya que en el caso de daño moral, es indispensable acatar lo establecido en el artículo 12, de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 17, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; V, de la Declaración Americana  de los Derechos y Deberes del Hombre; y 11, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en los que se prevé el derecho al honor, la dignidad humana y los derechos de la personalidad.
128 Argumento que deviene inoperante, en virtud de que, se basa en la hipótesis de que hubieran resultado fundados sus primeros tres conceptos de violación, lo que en la especie no aconteció, pues éstos, como puede advertirse de la presente resolución, resultaron infundados. 
129 Aunado a lo anterior, no sería posible para este Alto Tribunal realizar el estudio relativo a la condena en costas, pues de haber resultado fundados los conceptos de violación, la consecuencia de la concesión de amparo hubiera sido devolver los autos a la autoridad responsable a efecto de que dictara una nueva resolución en la que, entre otras cosas, se pronunciara respecto de las costas, sujetándose a las disposiciones de la legislación civil aplicable, para el Estado de Tabasco.
VII. DECISIÓN
130 Por lo hasta aquí dicho, lo procedente es negar al quejoso el amparo y protección de la Justicia Federal.

131 En consecuencia, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

RESUELVE:

ÚNICO. La Justicia de la Unión no ampara ni protege a ********** contra la sentencia dictada el veintinueve de junio de dos mil doce, por la Segunda Sala Civil del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Tabasco, con residencia en Villahermosa, en los autos del toca civil **********.
Notifíquese; con testimonio de esta resolución, vuelvan los autos al Tribunal Colegiado de origen y, en su oportunidad archívese el expediente como asunto concluido.
Así, lo resolvió la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por mayoría de tres votos de los señores Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas (Ponente), en contra de los emitidos por los señores Ministros José Ramón Cossío Díaz y Presidente Jorge Mario Pardo Rebolledo, quienes se reservaron el derecho a formular voto particular. Los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, se reservaron el derecho de formular voto concurrente. 

Firman el Ministro Presidente de la Primera Sala y la Ministra Ponente con el Secretario de Acuerdos, que autoriza y da fe.

PRESIDENTE DE LA PRIMERA SALA:

MINISTRO JORGE MARIO PARDO REBOLLEDO.

PONENTE:

MINISTRA OLGA SÁNCHEZ CORDERO DE GARCÍA VILLEGAS.

SECRETARIO DE ACUERDOS:

LIC. HERIBERTO PÉREZ REYES.

En términos de lo previsto en el artículo 3°, fracción II, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos.

� Cuaderno de Amparo Directo **********, foja 34.


� Cuaderno de Amparo directo **********, del índice del Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Circuito, foja 24.


� Cuaderno de Amparo directo **********, del índice del Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Circuito, foja 57.


� Cuaderno de Amparo directo **********, del índice del Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Circuito, foja 80.


� Toca de apelación **********, del índice de la Segunda Sala Civil del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Tabasco, foja 77. 





� Cuaderno de amparo 19/2013, certificación del Secretario de Acuerdos de la Segunda Sala Civil del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Tabasco, foja 49.


� Toca de apelación **********, del índice de la Segunda Sala Civil del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Tabasco, fojas 32 a 77.


� Séptima Época. Registro: 239511. Instancia: Tercera Sala. Tesis Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  Volumen 217-228, Cuarta Parte. Materia(s): Civil. Tesis: Página: 98.


“DAÑO MORAL. PRUEBA DEL MISMO. Siendo el daño moral algo subjetivo, no puede probarse en forma objetiva como lo alegan los quejosos, al señalar que el daño moral no fue probado, puesto que existe dificultad para demostrar la existencia del dolor, del sentimiento herido por atender a las afecciones íntimas, al honor y a la reputación, por eso la víctima debe acreditar únicamente la realidad del ataque”.


Amparo directo 8339/86. **********y otra. 6 de abril de 1987. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Ernesto Díaz Infante. Ponente: Jorge Olivera Toro. Secretaria: Hilda Martínez González”.


� Tesis de jurisprudencia 1ª./J. 163/2005, emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XXIII, enero de 2006, página 319, de rubro y texto: IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. ANTE LA EXISTENCIA DE ALGÚN INDICIO DE UNA CAUSAL DE ESA NATURALEZA, EL JUZGADOR DEBE INDAGAR O RECABAR DE OFICIO LAS PRUEBAS NECESARIAS PARA ASÍ ESTAR EN POSIBILIDAD DE DETERMINAR FEHACIENTEMENTE SI OPERA O NO ESA CAUSAL. Conforme al último párrafo del artículo 73 de la Ley de Amparo, el examen de las causales de improcedencia del juicio de garantías es oficioso, esto es, deben estudiarse por el juzgador aunque no las hagan valer las partes, por ser una cuestión de orden público y de estudio preferente al fondo del asunto. Asimismo, esta regla de estudio oficioso debe hacerse extensiva a la probable actualización de dichas causales cuando éstas se adviertan mediante un indicio, sea que una de las partes las haya invocado u ofrecido o que el juzgador las hubiese advertido de oficio, pues con independencia de cuál sea la vía por la que se conocieron esos indicios, el juzgador de amparo los tiene frente a sí, y la problemática que se presenta no se refiere a la carga de la prueba, sino a una cuestión de orden público; por consiguiente, si de las constancias de autos el juzgador de amparo advierte un indicio sobre la posible existencia de una causal que haría improcedente el juicio constitucional, oficiosamente debe indagar y en todo caso allegarse de las pruebas necesarias para resolver si aquélla se actualiza o no y así, probada fehacientemente, sobresea en el juicio o bien en caso contrario, aborde el fondo del asunto.


� Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  Décima Época, Libro XIII, Octubre de 2012, Tomo 2, Página 798.


� Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  Novena Época, Tomo XXXI, Marzo de 2010, Página 928.


� Artículo  356. Sindicato es la asociación de trabajadores o patrones, constituida para el estudio, mejoramiento y defensa de sus respectivos intereses.





� Décima Época, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XI, Agosto de 2012, página 489.





� Artículo 3o. Petróleos Mexicanos es un organismo descentralizado con fines productivos,  personalidad jurídica y patrimonio propios, con domicilio en el Distrito Federal que tiene por objeto llevar a cabo la exploración, la explotación y las demás actividades a que se refiere el artículo anterior, así como ejercer, conforme a lo dispuesto en esta Ley, la conducción central y dirección estratégica de la industria petrolera. 


Petróleos Mexicanos podrá contar con organismos descentralizados subsidiarios para llevar a cabo las actividades que abarca la industria petrolera. 


Petróleos Mexicanos, sus organismos subsidiarios y sus empresas podrán cogenerar energía eléctrica y vender sus excedentes a la Comisión Federal de Electricidad y a Luz y Fuerza del Centro, mediante convenios con las entidades mencionadas.


� Artículo 27. …


Corresponde a la Nación el dominio directo de todos los recursos naturales de la plataforma continental y los zócalos submarinos de las islas; de todos los minerales o substancias que en vetas, mantos, masas o yacimientos, constituyan depósitos cuya naturaleza sea distinta de los componentes de los terrenos, tales como los minerales de los que se extraigan metales y metaloides utilizados en la industria; los yacimientos de piedras preciosas, de sal de gema y las salinas formadas directamente por las aguas marinas; los productos derivados de la descomposición de las rocas, cuando su explotación necesite trabajos subterráneos; los yacimientos minerales u orgánicos de materias susceptibles de ser utilizadas como fertilizantes; los combustibles minerales sólidos; el petróleo y todos los carburos de hidrógeno sólidos, líquidos o gaseosos; y el espacio situado sobre el territorio nacional, en la extensión y términos que fije el Derecho Internacional.


…


En los casos a que se refieren los dos párrafos anteriores, el dominio de la Nación es inalienable e imprescriptible y la explotación, el uso o el aprovechamiento de los recursos de que se trata, por los particulares o por sociedades constituidas conforme a las leyes mexicanas, no podrá realizarse sino mediante concesiones, otorgadas por el Ejecutivo Federal, de acuerdo con las reglas y condiciones que establezcan las leyes, salvo en radiodifusión y telecomunicaciones, que serán otorgadas por el Instituto Federal de Telecomunicaciones. Las normas legales relativas a obras o trabajos de explotación de los minerales y substancias a que se refiere el párrafo cuarto, regularán la ejecución y comprobación de los que se efectúen o deban efectuarse a partir de su vigencia, independientemente de la fecha de otorgamiento de las concesiones, y su inobservancia dará lugar a la cancelación de éstas. El Gobierno Federal tiene la facultad de establecer reservas nacionales y suprimirlas. Las declaratorias correspondientes se harán por el Ejecutivo en los casos y condiciones que las leyes prevean. Tratándose del petróleo y de los carburos de hidrógeno sólidos, líquidos o gaseosos o de minerales radioactivos, no se otorgarán concesiones ni contratos, ni subsistirán los que en su caso se hayan otorgado y la Nación llevará a cabo la explotación de esos productos, en los términos que señale la Ley Reglamentaria respectiva. Corresponde exclusivamente a la Nación generar, conducir, transformar, distribuir y abastecer energía eléctrica que tenga por objeto la prestación de servicio público. En esta materia no se otorgarán concesiones a los particulares y la Nación aprovechará los bienes y recursos naturales que se requieran para dichos fines.





� Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXI, Marzo de 2010, página 923.


� Tesis aislada 1a. XLII/2010, Novena Época, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXXI, Marzo de 2010, página 923.


� Décima Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XIX, abril de 2013, Tomo 1, página 537.


� Décima Época, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XIX, abril de 2013, Tomo I, página 540.





� Novena Época, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXX, Diciembre de 2009, página 284.





� “Art. 20.- El proceso penal será acusatorio y oral. Se regirá por los principios de publicidad, contradicción, concentración, continuidad e inmediación.


(…)


B. De los derechos de toda persona imputada:


I. A que se presuma su inocencia mientras no se declare su responsabilidad mediante sentencia emitida por el juez de la causa;


(…)”


� Décima Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XX, Mayo de 2013, Tomo 1, página 563


� Décima Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XX, Mayo de 2013, Tomo 1, página 565.


� Décima Época, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XX, Mayo de 2013, Tomo 1, página 546.


� ARTÍCULO 2051. Daño moral


El daño puede ser también de carácter moral, cuando el hecho ilícito que lo produzca afecte a una persona en sus sentimientos, creencias, decoro, honor, reputación, vida privada, configuración y aspectos físicos, o bien en la consideración que de ella misma tienen los demás.





� ARTÍCULO 2052.- Consecuencia directa o inmediata


Los daños y perjuicios deben ser consecuencia directa o inmediata del hecho origen de la responsabilidad, ya sea que se hayan causado o que necesariamente deban causarse.





� ARTÍCULO 2059.- Cuándo no existe obligación de reparación del daño moral


No estará obligado a la reparación del daño moral quien ejerza sus derechos de opinión, crítica, expresión e información, en los términos y con las limitaciones de los artículos 6 y 7 de la Constitución General de la República.


En todo caso, quien demande la reparación del daño moral por responsabilidad contractual o extracontractual, deberá acreditar plenamente la ilicitud de la conducta del demandado y el daño que directamente le hubiere causado tal conducta.





� Décima Época, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 1, página 480.
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